Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos.) 


-La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado tiene el gusto de recibir a los 
señores Ministros de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas -quienes han concurrido 
acompañados por los señores Subsecretarios y asesores de ambas Carteras-, así como al señor 
Presidente del Banco de la República, quien también concurre con sus asesores. 


Esta reunión fue convocada por el señor Senador Moreira para tratar el tema relativo a Pluna 
y su cierre, propuesta que fue respaldada por unanimidad en esta Comisión. 


En primer lugar, damos la palabra al señor Senador Martínez, quien quiere plantear una 
cuestión de orden. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero informar que alrededor de las 15 horas tendré que retirarme porque debo 
estar presente en otra Comisión -cabe aclarar que este no es el día habitual de sesión de este Cuerpo- 
que trata un asunto que ha de ser laudado sin demora. 


SEÑOR MOREIRA.- Tal como ha manifestado el señor Presidente, recibimos con mucho gusto y 
agradecemos la presencia de los señores Ministros, de los Subsecretarios, de los asesores y también 
del señor Presidente del Banco de la República, quien concurre por primera vez a esta Comisión, a 
diferencia de los Ministros, quienes ya han estado aquí en más de una ocasión. 


El motivo de la convocatoria no tiene como objetivo remontarnos al pasado -porque, en 
realidad, el proceso de asociación comenzó en el año 2007-, sino hablar de algunos temas vinculados 
con los respectivos Ministerios por resoluciones y declaraciones emanadas de sus jerarcas, aunque no 
ya del señor Ministro Bergara porque en ese momento era Presidente del Banco Central, sino de su 
antecesor, el economista Fernando Lorenzo. De todos modos, como es lógico, la continuidad está 
asegurada y el conocimiento seguramente lo tendrá por medio de la documentación que está en el 
Ministerio, así como por los asesores, quienes están al tanto de todo lo actuado en la materia. 


Tal como figura en la convocatoria, nos interesa conocer los términos y condiciones acordados 
entre el Banco de la República y el señor Juan Carlos López Mena en relación al mentado aval de 
mantenimiento de oferta que se asumiera por parte de la empresa española Cosmo en la subasta 
realizada 1? de octubre de 2012. Todo esto llevó un largo proceso: hubo interpelaciones y llamados en 
régimen de Comisión General donde cuestionamos muy severamente la forma de emisión de ese aval 
que, sin ninguna duda, estuvo -y esto no es porque yo lo diga, sino porque la propia Justicia penal así 
lo entendió- plagado de irregularidades. Recuerdo que durante la interpelación le pregunté al ex 
Ministro de Economía y Finanzas, señor Fernando Lorenzo, si se había comunicado telefónicamente 
con el entonces Presidente del Banco de la República, señor Fernando Calloia, y me respondió que sí, 
que efectivamente lo había llamado dos horas antes. El aval se emitió aceleradamente; es más, debe 
ser histórico el tiempo que insumió que el ex Presidente del Banco de la República le diera 
instrucciones a un Gerente para que concediera el aval a una empresa absolutamente desconocida, 
sobre la cual el Banco no tenía la más mínima información. El propio Fernando Calloia reconoció que el 
señor López Mena llamó telefónicamente a un Gerente del Banco, señor García, que fue quien tuvo a 
su cargo la elaboración del aval. Y todos sabemos cómo se fueron dando los hechos. En realidad 
Cosmo era una empresa fantasma que no tenía patrimonio ni solvencia económica; Boston Seguros 
era una aseguradora que no tenía la calificación que exigen nuestras normas para la prestación de un 
seguro de fianza y, además, mayoritariamente hacía seguros de vehículos, no de fianzas. 


De modo que esto fue armado con la intervención de un testaferro -este señor Calvo Sánchez- 
que ni siquiera -lo dijimos varias veces en las distintas instancias parlamentarias- tenía poder que 
acreditara la representación de Cosmo. Quiere decir que se lo dieron a un absoluto desconocido. Esto 
termina con que luego el Banco de la República no puede hacer efectivo el importe del aval. Intima en 
Madrid a Cosmo y hace lo propio con Boston Seguros, pero recibe como contestación que no le van a 


pagar porque vencieron los plazos; incluso hubo una cesión de la fianza del Ministerio de Economía y 
Finanzas al fideicomiso, cosa que el Banco entendía que no se podía hacer. Ya conocemos esa 
historia. Esto ocurrió el 1? de octubre y la asunción por parte de López Mena de este aval fue el 19 de 
marzo de 2013, es decir, cuatro o cinco meses después. 


Tengo en mi poder los términos del acuerdo que se firmara el 19 de marzo del año pasado 
entre el Banco de la República -representado por Fernando Calloia Raffo y Daniel García Azpiroz- y el 
señor Juan Carlos López Mena, con domicilio constituido en San Lúcar, en el barrio de Carrasco, 
Montevideo. Hay un capítulo de antecedentes y, en cuanto a la forma de pago -queremos saber cómo 
concluyó-, el señor Juan Carlos López Mena se obliga a abonar US$ 13.688.516, con una cuota inicial 
de US$ 888.516 y ocho cuotas semestrales de US$ 1.600.000 cada una, con una tasa de interés sobre 
saldos del 1,6 %. Se suscribe un documento de adeudo que se firma junto con el acuerdo y se pacta 
una cláusula resolutoria para el caso de que la normativa en base a la cual se estructuró la subasta 
quedara sin efecto o resultara inaplicable por prosperar las acciones legales promovidas al respecto 
por sentencia ejecutoriada y, por ende, si ello implicara, entre otros, la nulidad del remate. Tengo 
entendido que el Banco de la República considera que la declaración de inconstitucional de la Suprema 
Corte de Justicia respecto de la Ley N* 18.931 no afecta esta cláusula resolutoria. Ese es el argumento 
que maneja el Banco oficial, pero uno distinto es el que utiliza el deudor, quien citó a conciliación al 
Banco de la República, previo a un juicio que le iniciaría pero que, aparentemente, no concretó ni 
llevará adelante, al menos por el momento. Escuché declaraciones del Presidente, economista 
Porteiro, en el sentido de que había llegado a un acuerdo con este señor López Mena. Luego 
profundizaremos en el acuerdo. 


Además, hay una renuncia del Banco de la República en tanto exonera de toda 
responsabilidad por cualquier tipo de acción contractual contra Cosmo, Boston -será Boston Seguros- y 
el señor Juan Carlos López Mena, las empresas de las que es titular y toda persona física o jurídica 
vinculada con cualquiera de ellos por cuestiones relacionadas con la subasta de los aviones. Reitero 
que hay una renuncia del Banco de la República a iniciar acciones de este tipo. Esto se obtuvo con la 
gestión profesional del doctor Gonzalo Fernández, quien cobró el 1% del monto en dólares 
norteamericanos, equivalente a US$ 137.000 más IVA. En su momento cuestioné esta contratación ya 
que el Banco de la República tiene veintisiete abogados y fue a buscar a este penalista para gestionar 
el cobro del aval. Incluso, la contratación del doctor Gonzalo Fernández fue observada por el Tribunal 
de Cuentas en lo que hace a las defensas penales de los ex Directores del Banco de la República. 


Esta es la información que teníamos en nuestro poder hasta hoy: el pago de esta suma en 
dólares americanos, con una entrega inicial y ocho cuotas semestrales. La cláusula es muy clara en 
ese sentido. 


Después aparecen otros elementos que, en cierto modo, originan esta convocatoria. Hace 
escasamente un mes el diario El Observador publicó que además de esta exoneración de 
responsabilidad, de esta renuncia a reclamaciones futuras por parte del Banco de la República, 
también hay una resolución del Ministerio de Economía y Finanzas en términos prácticamente 
idénticos. Quiere decir que se amplía esta especie de compromiso de indemnidad, aunque no es tan 
abarcativo como el que se firmó con Leadgate, SAO, Campiani y Comisión Fiscal. En ese caso, no solo 
se comprometía al Estado a no reclamar por cuestiones vinculadas con la asociación entre Pluna y 
Leadgate sino que, además, tenía el compromiso de mantener indemne a cualquiera de estos señores 
en caso de que alguien iniciara acciones judiciales contra ellos por razones vinculadas a la ex Pluna. 
Entonces, ese compromiso de indemnidad -que fue firmado el 15 de junio de 2012, previo al cierre de 
Pluna y a la designación de un nuevo Directorio, que se amplió con integrantes de los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas- fue más lejos todavía y hoy está en los 
estrados judiciales. Como seguramente el Presidente de Pluna bien sabe, se ha intimado a Leadgate 
SAO y a Pluna Ente Autónomo para que hagan efectiva una capitalización, tema que podrá ser 
opinable y debatido, sin ninguna duda, en los estrados judiciales. Pero cuando fue intimado Leadgate 
SAO alegaron mencionando la cláusula de indemnidad y se solicitó que se cite en garantía al Estado 
uruguayo por una suma astronómica; estamos hablando de una cifra superior alos US$ 39:000.000, 
más los US$ 13:000.000 que se le reclama a Pluna Ente Autónomo. Reitero, este es un tema 
controversial que, sin duda, Pluna Ente Autónomo va a discutir, pero es una consecuencia directa del 
pacto de indemnidad. Precisamente, el Tribunal de Cuentas observó con muchísimo rigor este pacto, 
diciendo que para ello se requiere de una ley autorizante. La indemnidad, el renunciar a eventuales 


daños y perjuicios, en definitiva, es un acto de disposición patrimonial y, por lo tanto, requiere de ley 
autorizante que, en este caso, no la hubo. Por un mero acto administrativo no se puede hacer este tipo 
de renuncias, sobre todo cuando está en juego el interés general. 


Acá se insiste por este camino y por eso quiero consultar por qué razón se pacta este tipo de 
exoneraciones de responsabilidad. Me podrán decir que es muy remota la posibilidad de que el Estado 
le pudiera cobrar a Cosmo, pero eso no lo sabemos; debieron haberlo intentado. Es muy remota la 
posibilidad de que le puedan cobrar a Boston Seguros. En definitiva, el acuerdo se hizo con Cosmo y 
Boston Seguros. O sea, renunciar de plano me parece que no corresponde. 


Además, la divulgación de estos pormenores no fue hecha por el propio Ministerio. Tengo en 
mi poder esta resolución, que no se publicó en el Diario Oficial. He escuchado declaraciones del ex 
Director de Secretaría del Ministerio, el señor Apezteguía, haciendo mención a doña Tota y a quién le 
importa este tema; se pregunta, ¿por qué se deben publicar? En lo personal pienso que se debe 
publicar porque no es una resolución irrelevante. El Ministerio dice que pese a reputarse anodina la 
solicitud de renunciar a promover cualquier tipo de reclamo contra terceros, contra los cuales no se 
posee vínculo jurídico alguno, puede catalogarse esto como una hipótesis de liquidación anticipada de 
daños y perjuicios. Entonces, se están reconociendo aquí los daños y perjuicios, y se libera totalmente 
a estos señores, como a cualquier otra persona que tenga que ver con el tema. En esta materia 
estamos de acuerdo con la posición del Tribunal de Cuentas. Por tanto, creo que esto es erróneo y es 
de interés general. El liberar de cualquier eventual responsabilidad a las personas sin recorrer 
determinados caminos creo que es un procedimiento que no corresponde. 


Por otra parte, aparece otro nuevo hecho, el cual no sale de la información proporcionada por 
Pluna Ente Autónomo ni por los Ministerios ni por el Banco de la República, sino por una demanda de 
regulación de honorarios que inicia el doctor Rocca, quien fuera abogado de López Mena y quien 
actuara en toda esta negociación con el Banco de la República. Y en esa demanda hace mención no 
solo a determinada forma de cumplimiento sino también a reuniones llevadas a cabo en la Torre 
Ejecutiva y en la residencia de la avenida Suárez, con la presencia del propio señor Presidente de la 
República; esa es la versión del doctor Rocca, no estoy diciendo que sea así, por supuesto que me 
tendrán que confirmar si esto es o no veraz y si los términos son los adecuados. Él habla de supuestas 
presiones al señor López Mena y también de renuncias, y cita una reunión multitudinaria en la cual 
estuvieron presentes el ex Secretario de la Presidencia, doctor Breccia, y creo que los Directores 
Generales de Secretaría de los Ministerios de Economía y Finanzas, y de Transporte y Obras Públicas 
-no estaba el Ministro Pintado, pero sí el ex Ministro Lorenzo, por lo que afirma Rocca, pero no lo sé - 
reitero-, me lo tendrán que confirmar ustedes. 


Además, dice otra cosa que me llamó poderosamente la atención y quiero que me lo 
confirmen. El acuerdo de pago del 19 de marzo -al que di lectura-, aparentemente, ese mismo día fue 
modificado, o por lo menos sufrió una alteración sustancial en su contenido, en cuanto al lugar de 
cumplimiento de la obligación y a la moneda en que se hizo efectivo, a pesar de haber un acuerdo de 
pago, que es el que teníamos y esa era la versión que daba el Banco de la República mediante su ex 
Presidente cuando hablaba del aval perfecto. Recuerdo esas expresiones del economista Calloia 
hablando del «aval perfecto», el que se cobra tal como se acordó y se pactó, pero en su escrito de 
demanda de regulación de honorarios, el doctor Rocca señala que ese mismo día se acordó que no se 
pagara en dólares norteamericanos y que no se pagara en Montevideo a pesar de ser un contrato 
celebrado aquí entre el Banco de la República y un señor domiciliado en la calle San Lúcar en el barrio 
Carrasco. Por la versión que tengo -por eso quiero que me la corroboren-, se pagó ese mismo día en la 
sucursal Buenos Aires del Banco de la República y no en dólares norteamericanos sino en pesos 
argentinos a la cotización del cambio oficial argentino que, como todos sabemos, es notoriamente 
inferior al mercado paralelo. Tengo en mi poder tres facsímiles como recibos por cantidades inferiores a 
esa, que los voy a entregar para que vean que son auténticos. El recibo está hecho por Los Cipreses 
S.A., por cuenta y orden de Juan Carlos López Mena, y es por 4:531.431,60 pesos argentinos, en 
concepto de pago de la cuota inicial al contado establecida en la cláusula tercera del acuerdo de pago - 
el que leí hace un rato-, celebrado el 19 de marzo. Allí también se deja constancia de que la cotización 
del dólar estadounidense fijada por el Banco de la Nación Argentina el 18 de marzo es de 5,10. Creo 
que en el mercado paralelo en ese momento estaba en 8 y pico, es decir que había una diferencia 
superior a un 40% entre la cotización oficial y esta. Hay un segundo pago de Los Cipreses S.A. por 
8:531.155,76 por concepto de pago de la primera cuota -se han abonado los intereses- y luego también 


hay un pago de intereses por 268.749,73. Estos no son pagos a cuenta sino cancelatorios de la suma 
inicial, de la primera cuota y de los intereses. 


Es decir que esto cancela una obligación en dólares según establece el acuerdo de pago que 
teníamos en nuestro poder. Pregunto, ¿por qué razón el Banco de la República dispensa este trato al 
señor Juan Carlos López Mena? ¿Es habitual para el Banco de la República recibir pagos en pesos 
argentinos de una obligación que se documenta y se debe cumplir en el Uruguay? Un señor que, 
además, según lo que se establece en el acuerdo de pago, tiene domicilio en el Uruguay. Se pacta un 
interés bajísimo en dólares. Creo que es un interés por el que el Banco va a perdida. ¿Un interés del 
1.6 es el que usa el Banco de la República para este tipo de operaciones? No es lo que yo he visto. 
Además, a eso le tenemos que sumar el plazo, porque ese mismo día el Banco de la República le pagó 
al Ministerio de Economía y este al fideicomiso los US$ 13:688.000. Ese mismo día el Banco de la 
República desembolsó esa cifra; le dio cuatro años para pagar a un interés del 1.5 y permitió que se 
pagara en pesos argentinos en Buenos Aires al tipo de cambio oficial. 


Da la impresión de que este señor, Juan Carlos López Mena, ha recibido un trato 
discriminatorio por lo favorable, porque terminó pagando un 40% menos. Es decir que en vez de pagar 
más de US$ 2:500.000 terminó pagando US$ 1:400.000. 


Quiero formular una pregunta porque, honestamente, no tengo la respuesta: ¿en una 
operación de esta naturaleza -que no es comercio exterior ni nada que se le parezca- el Banco de la 
República puede adquirir los dólares al tipo de cambio oficial? Quiero saber si eso es posible. Yo no lo 
sé, por eso pregunto al señor Presidente del Banco y a sus asesores si es que el Banco se quedó con 
más de US$ 2:500.000 que tenía que abonar el señor Juan Carlos López Mena, o si se quedó con los 
pesos argentinos, en cuyo caso habría una pérdida patrimonial. No lo sé, por eso lo pregunto. 


Quiero hacer otra pregunta, porque como ya le dije al nuevo Presidente del Banco -que no 
tuvo nada que ver con este acuerdo porque el 19 de marzo estaba al frente del Banco el señor Calloia-, 
luego de los incidentes prejudiciales con Juan Carlos López Mena se refinanció su obligación. Eso es 
lo que he escuchado, por eso quiero preguntar: si fue así, en qué condiciones fue realizada, con qué 
plazos, con qué intereses, con qué moneda, y si la refinanciación es igual a la inicial, es decir si otra 
vez se volvió a pactar en pesos argentinos al tipo de cambio oficial. ¿La refinanciación reproduce la 
resolución inicial que, reitero, ignorábamos? Calloia ni siquiera vino el 20 de diciembre cuando se 
realizó la interpelación tres días antes de los procesamientos. En síntesis, Calloia concurrió solo una 
vez y se amparó en el secreto bancario, después no concurrió. Entonces no pudimos preguntar, pero la 
información que se hizo pública fue de ocho cuotas semestrales en dólares al 1,5. Esa es la 
información que suministró el Gobierno. Ahora parece que no es así. Se trata de ocho cuotas, pero en 
pesos argentinos al tipo de cambio oficial a pagar en Buenos Aires. Entonces, quiero saber dónde se 
apoya ese tratamiento y, reitero, a quién le da o le ha dado el Banco de la República un tratamiento de 
esas características, porque realmente es un tratamiento muy diferencial. Reitero la pregunta: ¿en qué 
se apoya? Debe ser una resolución del Banco, yo no la conozco; de lo que sí tengo conocimiento es 
del acuerdo de pago que firma el Banco, pero nunca sentimos hablar de una resolución que diga: 
«Pague en pesos argentinos en Buenos Aires». Pregunto, ¿dónde está la resolución? ¿En qué 
consiste? ¿Estas son las sumas? ¿El Banco pudo, eventualmente, hacerse de US$ 888.000 y de US$ 
1:600.000? 


Eso no lo sé con exactitud porque no conozco las normas Bancocentralistas de la República Argentina 
y todos sabemos los problemas que hemos tenido con ellos, que nunca han sido muy amigables con 
nosotros. En ese sentido, me gustaría tener más detalles y que me confirmaran que estos recibos son 
auténticos, porque yo no lo sé. Esta información me ha llegado a través del expediente judicial sobre la 
regulación de honorarios pero, repito, no sé si es auténtica. Hasta el momento, a pesar de que hemos 
hablado de este tema, nadie nos ha contestado. 


Esto es lo que quería decir respecto del tema del aval y de la negociación cuyos términos me 
gustaría conocer. 


Por otro lado, queremos saber cuáles fueron los gastos generados por el fideicomiso de las 
aeronaves, y por su mantenimiento, que están allí desde el 5 de julio de 2012, es decir, hace más de 


dos años. Capaz que el Presidente Berti me puede decir cuándo se los van a llevar porque, 
aparentemente, los vendieron en US$ 77:000.000, según la información que ha proporcionado la 
sindicatura. De todas maneras, creo que las siete aeronaves siguen estando en el mismo lugar. 


También nos gustaría conocer cuánto se le ha abonado al Scotiabank por la garantía. 
Recuerdo que sobre este tema tuvimos un intercambio de opiniones muy prolífico con el actual Ministro 
Bergara -y que en aquel momento era Subsecretario- en el cual nosotros criticábamos la decisión de 
que el Estado saliera primero de garantía soberana y luego, con Pluna Ente Autónomo, a través de su 
ley de creación, respondiendo subsidiariamente. Creo que teníamos razón porque no debió haberse 
pactado esa garantía que seguramente le va a costar al Estado uruguayo una suma muy importante. 
De acuerdo con mis cálculos, ya se han pagado seis cuotas. En ese sentido, me gustaría saber cuál es 
el desembolso que se ha hecho como consecuencia de la garantía del Scotiabank y de los gastos 
generados por el fideicomiso. Respecto a este tema, en su momento nos dieron algunas cifras en 
materia de honorarios profesionales pero de cualquier manera nos gustaría saber cuánto terminó 
costando. 


Un último punto que quiero mencionar es el siguiente. En estos días se ha estado 
discutiendo cuál fue la causa del cierre de Pluna y en ese sentido hemos escuchado comentarios un 
poco antagónicos. Recuerdo que cuando se efectuó el cierre concurrimos al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas junto con los señores Senadores Larrañaga y Heber. En aquel momento se nos 
manifestó que el cierre de Pluna era algo que debía hacerse por la inminencia de procesos laborales 
en Brasil, que podían acarrear una responsabilidad patrimonial para el Estado uruguayo de hasta US$ 
3:500.000.000. Concretamente, los Ministros Pintado y Lorenzo nos dijeron que no había más remedio 
que cerrar Pluna porque se venían los juicios de Brasil a través de una o dos sentencias que habían 
salido en aquel momento. Recuerdo que les dije que si aquel riesgo era real, no había más remedio 
que adoptar aquella decisión y les pedí que me dieran una relación de los juicios. El entonces Director 
de Secretaría -creo que era el doctor Ferrer- nos trajo un informe del estudio brasileño Pinheiro Netto 
en el que se mencionaban 32 juicios laborales, algunos ganados y otros perdidos. Por otra parte, esta 
contingencia de los juicios de los ex trabajadores de Varig fue prevista en todos los balances de Pluna 
desde Leadgate en adelante. En ese sentido, la cláusula de indemnidad para Varig se pactó en 
noviembre de 2006. Creo que en ese momento Pluna estaba gerenciada por la señora Elina 
Rodríguez. 


De modo que este no era un hecho nuevo para nosotros pero después se dijo que sí lo era, 
que las cosas habían cambiado. El propio Presidente de la República el otro día declaró que fue por los 
juicios de Brasil que se cerró Pluna. Por su parte, el viernes o el sábado el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas comunica a la opinión pública que Pluna se cerró por insolvencia y en cumplimiento de 
la Ley N* 18.387 de Concursos y Reorganización Empresarial, so pena de responsabilidad penal y no 
por los juicios de los trabajadores de Varig. Así que hay una nueva versión sobre lo acontecido, la que 
se da en un comunicado oficial del Ministerio. Una parte del comunicado, dice: «No es cierto que la 
mayoría de los juicios tuvieron resultado favorable. Hubo juicios perdidos y ganados, pero la mayoría 
estaba en trámite». Luego expresa: « El 12 de marzo de 2014 el Supremo Tribunal Federal de Brasil 
tomó una decisión en la que condenó al Estado Brasilero a pagar las deudas de los acreedores de 
Varig, entre ellos los trabajadores. Esta decisión» -dice el propio Ministerio- «tiene como consecuencia 
que al ver satisfechas sus demandas, los trabajadores de Varig, no tienen necesidad de reclamar ante 
otros, exonerando indirectamente a Pluna S.A.». El propio Ministerio parecería estar diciendo en su 
comunicado que no se le puede reclamar a Pluna S.A.. El comunicado agrega: «Existen varios 
informes jurídicos que comprueban todo lo dicho. Todos estuvieron en poder del Parlamento, en tiempo 
y forma». Al respecto debo decir que al único informe al que accedí fue al de Pinheiro Netto que hacía 
referencia a treinta y dos juicios. Hace unos días escuché al señor Senador Bordaberry hablar de un 
informe de ciento noventa y un juicios iniciados contra Pluna, pero a nosotros no nos han acercado 
otros informes. 


Quiero señalar que conozco la situación de Pluna Ente Autónomo y de los juicios iniciados 
contra el Estado, es decir, contra Pluna Ente Autónomo. Por lo tanto, me gustaría que nuestros 
invitados nos aclararan a este respecto. Quiero señalar que en la última interpelación llegué a escuchar 
que se dijera que fue el Directorio de Pluna S.A. el que cerró la compañía, y descuento que no fue así 
porque cuando fuimos llamados al Ministerio de Transporte y Obras Públicas se nos dijo que era el 
Gobierno quien cerraría Pluna por la eventualidad de los juicios en Brasil. El Estado tenía todo el 


derecho de hacerlo; mal podía el Directorio tener autonomía suficiente cuando tenía a dos 
representantes de los Ministerios en el nuevo y ampliado Directorio de Pluna S.A. Esa versión no me 
parece consistente. También se pide la declaración de culpabilidad del concurso, que puede traer 
consecuencias gravísimas en caso de prosperar. 


Como decía, me gustaría que nos informen acerca de todas estas cosas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Vamos a recorrer los puntos planteados por el 
señor Senador Moreira que, de alguna manera, dan fundamento -a veces en base a sus argumentos, a 
veces en base a dichos de otros y a veces en base a trascendidos de prensa- a los cinco puntos que 
estaban incluidos en la convocatoria del día de hoy. 


Obviamente, los temas tienen que ver con procesos vinculados al Banco de la República y a 
los respectivos Ministerios, por lo que les vamos a proponer ir dando respuesta en el siguiente orden. 
En primer lugar, nos concentraríamos en el punto dos, vinculado a la resolución del Ministerio de 
Economía y Finanzas de 19 de marzo de 2013. En segundo término, le pediríamos al señor Presidente 
del Banco de la República que se refiera a los puntos uno y tres, que son los que hacen referencia al 
acuerdo original y al Estado actual de la relación entre el BROU y Juan Carlos López Mena y, en tercer 
lugar, el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas desarrollaría las respuestas de los puntos 
cuatro y cinco, sin perjuicio de comentarios adicionales que en cualquier caso se puedan hacer. 
Entiendo también que se pueden incorporar las explicaciones y visiones del caso con referencia a este 
punto adicional que tiene que ver con la resolución del Tribunal en Brasil, así como las repercusiones 
sobre este proceso. 


Si estamos de acuerdo con ese orden, nos referiremos al punto número dos de los 
planteamientos hechos en la convocatoria sobre el alcance y los términos de la resolución suscrita el 
19 de marzo de 2013 por el Ministerio de Economía y Finanzas respecto del aval, en especial en lo 
relativo a la exoneración de eventuales responsabilidades de terceros respecto del Estado. Para esto 
creemos que se justifica hacer una pequeña reseña del tema para incorporar todos los elementos que 
tiene la resolución. Escuchando al señor Senador Moreira daría la impresión de que la única frase de 
la resolución es la exoneración de responsabilidades, mientras deja de lado las condicionantes para 
que eso se diera. 


Justamente, la resolución ministerial de fecha 19 de marzo de 2013 configura, en primer 
lugar, la consecuencia lógica, jurídica y comercial de extender carta de pago y, consecuentemente, no 
tener nada más que reclamar a quien abonaría un adeudo. O sea, la exoneración de responsabilidades 
se hace a alguien que cumple su obligación, que cancela su deuda. No es solamente una exoneración 
sin condición; hay una precondición obvia que refiere a que el deudor abone su deuda y cumpla con su 
obligación. Recién entonces se plantea no tener más elementos que reclamar una vez que se cumple 
la obligación. En el caso, dicha carta sería extendida al Banco de la República Oriental del Uruguay 
una vez que este hubiere hecho efectivo el pago de la suma de los US$ 13:688.516. 


Ante el incumplimiento del pago de la oferta realizada por Cosmo Líneas Aéreas, quien 
presentara un aval expedido por el Banco de la República Oriental del Uruguay a título de garantía de 
mantenimiento de oferta en la subasta efectuada con fecha 1* de octubre de 2012 por el fideicomiso de 
aeronaves creado en la Ley N* 18.931, y la posterior demora del Banco de la República Oriental del 
Uruguay a abonar dicho monto en garantía al fideicomiso alegando defectos formales en la cesión del 
crédito entre el Ministerio de Economía y Finanzas y el fideicomiso, así como la posibilidad de que el 
Ministerio o el fideicomiso percibieran el referido monto por el incumplimiento operado, suponían 
defender un activo de particular trascendencia, el cual, una vez efectivizado requería por lógica, como 
consecuencia, extender el recibo de pago, contenido sustancial y principal de la resolución ministerial 
aludida. Reitero: estamos hablando de que en la propia resolución se plantea la exoneración de 
eventuales responsabilidades, siempre y cuando se hubiera cancelado la obligación y se hubiera 
extendido el correspondiente recibo de pago. 


Si bien el organizador de la subasta, por disposición legal, fue el fideicomiso de aeronaves de 
la Ley N* 18.931, el aval emitido por el Banco de la República Oriental del Uruguay, que debió librarse 
en rigor a favor de dicho fideicomiso, fue librado a favor del Ministerio de Economía y Finanzas, lo que 


motivara la cesión de crédito a favor de aquel. Cabe recordar que el Ministerio debió adherir a la 
intimación judicial promovida por el fideicomiso de aeronaves a efectos del cobro del aval. 


Consecuentemente, tanto la carta de pago del cedente como del cesionario, fue emitida a 
favor del Banco de la República Oriental del Uruguay, quien abonaría a esta parte la suma indicada. 
Como bien decía el señor Senador, el Banco de la República Oriental del Uruguay abona y se 
transfiere al fideicomiso. La única relación jurídica del Ministerio de Economía y Finanzas o del 
fideicomiso de aeronaves, por virtud de la subasta de aeronaves, era la trabada entre estos y el Banco 
de la República Oriental del Uruguay, así como a lo más con la empresa Cosmo Líneas Aéreas, 
adjudicataria de la misma. En especial, ni el Ministerio de Economía y Finanzas ni el fideicomiso 
poseían relación jurídica con el señor Juan Carlos López Mena quien, según manifestara el Banco de 
la República Oriental del Uruguay en la nota de fecha 11 de marzo de 2013, había hecho saber al 
Banco su voluntad de abonar el adeudo, solicitando como contrapartida una exoneración de 
responsabilidad por cuestiones vinculadas con la subasta. Es decir, había una nota del Banco de la 
República Oriental del Uruguay, de fecha 11 de marzo que, de alguna manera, es la que impulsa la 
resolución del 19 de marzo, donde explícitamente se plantea que el señor Juan Carlos López Mena le 
había hecho saber al Banco su voluntad de abonar el adeudo, pero no es -reitero- ni el Ministerio ni el 
fideicomiso el que tiene la relación jurídica con el señor López Mena. Entonces, teniéndose presente la 
importancia de preservar dicho activo, considerando que ni el Ministerio de Economía y Finanzas ni el 
fideicomiso poseían relación jurídica con López Mena que ofrecía el pago al Banco de la República 
Oriental del Uruguay, y teniéndose especialmente presente que la suma escritural representada por el 
aval implica una liquidación anticipada de los eventuales perjuicios derivados del incumplimiento del 
mejor postor de la subasta -verdadera garantía del mantenimiento de oferta-, no habiendo otros 
perjuicios eventuales relacionados con la misma, se consideró que la declaratoria prevista en la parte 
final del numeral 1 de la resolución, podía igualmente otorgarse acotada, como finalmente lo 
fuera.Reitero: la exoneración de responsabilidades operaba en la medida que se extendiera el recibo 
de pago por el hecho de que se cumplieran las obligaciones relevantes en este proceso. 


Cabe reiterar que tanto en el Resultando VIIl como en el Considerando lll, así como en el 
Considerando IV y, finalmente, en el numeral 1?, tanto la carta de pago como la declaratoria solicitada 
por el BROU a pedido del señor López Mena quedan clara y expresamente acotadas a las cuestiones 
vinculadas con la subasta de fecha 1* de octubre de 2012, sin otra consecuencia jurídica que pudiera 
extenderse por su objeto. 


En síntesis -y para cerrar este punto-, ante la hipótesis de percibir el cien por ciento del 
adeudo -y solo ante esa hipótesis-, ni el Ministerio de Economía y Finanzas ni el fideicomiso podrán 
reclamar a nadie ninguna cuestión monetaria vinculada a la subasta de aeronaves; esto es, ni a 
aquellos que están vinculados jurídicamente, ni tampoco a los terceros, como es lógico. O sea, si el 
Ministerio de Economía y Finanzas y, a través de este, el fideicomiso, estaban cobrando el aval -los 
algo más de US$ 13.000.000-, es natural que eso genere una carta de pago y, por lo tanto, es lógico 
que después de cobrar uno no tenga más cosas que reclamar con respecto a esta transacción. Se 
comprende así que nada habría para reclamar a los vinculados jurídicamente por el pago de la 
totalidad, como tampoco nada habría para reclamar a los terceros, justamente por ser tales. 


O sea que esta resolución -que plantea la exoneración o que deja en claro que no habría 
cosas para reclamar- es siempre sobre la hipótesis de que la contraparte iba a cumplir con sus 
obligaciones. Solo en esa hipótesis es que en la resolución se plantea que ni el Ministerio de Economía 
y Finanzas ni el fideicomiso de aeronaves reclamarían adeudo adicional alguno, justamente porque al 
extender carta de pago entendía que el ciento por ciento del adeudo ya había sido percibido. Creo que 
esto queda bien claro una vez que se lee la resolución en su totalidad. 


Solicito al señor Presidente que pueda hacer uso de la palabra el Presidente del Banco de la 
República a los efectos de desarrollar los puntos primero y tercero de la convocatoria. 


SEÑOR PORTEIRO.- Para empezar, quiero presentarme, porque no soy un hombre del medio. Mi 
nombre es Julio César Porteiro; soy contador público y licenciado en administración, así como 
Presidente del Banco de la República desde el 22 de abril de 2014. 


Agradezco la invitación del señor Senador Moreira a quien he tenido el gusto de conocer 
personalmente en la tarde de hoy. También agradezco al señor Presidente por la posibilidad de dar 
respuesta a los puntos primero y tercero que recibimos a través de nuestra Secretaría. 


Como marco de referencia quisiera comentar que frente a las preguntas recibidas mi posición 
personal fue intentar brindar la información más amplia posible a los señores legisladores respetando, 
como no podía ser de otra manera, las limitaciones que la normativa legal impone sobre estos temas al 
Banco de la República y también a su Presidente. Por eso nuestro procedimiento para dar respuesta a 
las preguntas incluyó, en primer lugar, una consulta a la Sala de Abogados del propio Banco para ver 
en qué medida y hasta qué punto podíamos extendernos en las respuestas a la pregunta recibida, que 
refería a hechos que no habíamos vivido personalmente, por lo que nuestra información se apoyó en la 
lectura de las actas que, con relación al tema, existen en el Banco de la República. Eso con respecto a 
la primera pregunta, porque en lo que refiere a la tercera ya se trata de hechos supervinientes 
posteriores al 22 de abril; por lo tanto como Presidente del Banco participé en las negociaciones que se 
llevaron a cabo a partir de esa fecha con el señor Juan Carlos López Mena. Quiere decir que a este 
respecto yo tengo un conocimiento personal de los hechos, si bien no fui quien dentro del Directorio se 
ocupó de la relación personal con el cliente. 


En definitiva, luego de la lectura de las actas y la participación en los hechos posteriores al 
22 de abril, lo que hice fue contrastar ese conjunto de informaciones con el marco legal interpretado 
por la Asesoría Legal del Banco. De esa contrastación -de esa criba, si quieren- surge el documento de 
respuesta que hemos elaborado, de acuerdo con la Asesoría Legal del Banco, para contestar a las 
preguntas uno y tres que propuso el señor Senador Moreira. 


En realidad, los elementos de restricción más fuertes tienen que ver con el sigilo o secreto 
bancario, con el secreto profesional; básicamente, sobre esos temas la Sala de Abogados del Banco 
ha tenido una posición muy clara, muy rotunda y de muy larga data. El primer informe que tuve 
oportunidad de leer -cuando preparaba la visita del día de hoy a la Comisión- fue redactado por el 
doctor Carlos Maggi en 1956, y el más reciente que vi -pero no el último que se ha dictado- fue un 
dictamen de la Sala de Abogados del Banco, redactado en 1986 -es decir, treinta años después- por el 
doctor Rodolfo Sienra Roosen a raíz de un pedido de informes de un señor Senador de la época. 
Puedo afirmar que existe unicidad en los criterios manejados; básicamente se sostiene que la 
casuística es muy variada y que por eso hace falta analizar cada uno de los casos que se presentan al 
Banco, en referencia a las normativas que rigen el secreto profesional en estas instituciones. 


Por un lado, es necesario cuidar que la información que uno debe dar como respuesta a las 
solicitudes que se plantean no violente el secreto comercial de empresa -que ampara el derecho que 
tiene el Banco de la República como Banco que es- a la reserva en sus negocios; esto deriva de la 
propia condición de comerciante. Es decir que no debería estar ventilando públicamente los aspectos 
particulares de los negocios que realiza con sus clientes. O sea: hay una dimensión del secreto, que en 
este informe se llama secreto comercial de empresa, que ampara el derecho del Banco. 


Por otro lado, tendríamos el secreto profesional bancario -otra dimensión del sigilo o secreto-, 
que está dirigido a proteger los intereses del cliente. En realidad, este secreto encuentra su 
fundamento en el deber de fidelidad que tiene la Institución para con todos sus clientes, los que 
podrían verse perjudicados en la medida en que contraten con un Banco y este después revelara a 
terceros, a la opinión pública, las características particulares de la transacción que se ha hecho. Como 
profesional de la gestión de empresas, estos dos aspectos me parecen muy sensatos; creo que están 
exactamente en la línea en que yo trabajaría aunque no hubiera leído estas disposiciones en materia 
de gestión de la institución bancaria. 


Lo cierto es que esas normas existen y han sido interpretadas históricamente con un único 
criterio por los más variados y reconocidos autores, desde 1956 hasta ahora. Es en función de esas 
limitaciones que se ha hecho un examen específico de este caso para ver cuáles serían las respuestas 
que el Presidente del Banco de la República estaría en condiciones de entregar públicamente. 


En el contenido de las respuestas lo que ha pesado -en la interpretación que hemos dado- es 
el carácter de información pública que han tomado muchos de los hechos que marcan la vinculación en 


este negocio, que han sido manifiestamente publicados y comentados a través de la prensa. En 
función de ello, como prácticamente ya han tomado estado público, desde el punto de vista del Banco 
nos sentimos en condiciones de dar la siguiente respuesta a la primera pregunta, que consulta sobre 
los términos y condiciones acordados entre el BROU y el señor Juan Carlos López Mena en relación a 
la asunción, por parte de este, de la obligación de pago del aval de mantenimiento de oferta de la 
subasta de aviones de la ex Pluna realizada el 1” de octubre de 2012. 


Con respecto a esa pregunta, contesto lo siguiente. En primer término, por resolución del 
Directorio del Banco, de fecha 19 de marzo de 2013 -ya citada por el señor Senador-, se aceptó el 
ofrecimiento del señor Juan Carlos López Mena de asumir la obligación de Cosmo Líneas Aéreas, que 
fuera avalada por el Banco, subrogándole en los derechos del Banco contra la misma empresa Cosmo 
y contra la garantía solidaria de Boston Compañía Argentina de Seguros. Es decir que hubo un 
ofrecimiento del señor Juan Carlos López Mena de hacerse cargo de cancelar la deuda existente por el 
aval, quien también aceptaba firmar un documento de adeudo -una especie de vale amortizable- por el 
cual se comprometía a pagar una suma que, de acuerdo al monto de la multa, ascendía a US$ 
13:688.516. La forma de pago que aceptó el señor López Mena establecía un pago de contado de US$ 
888.516, comprometiéndose a pagar el saldo de US$ 12:800.000 en ocho cuotas iguales y semestrales 
de US$ 1:600.000 cada una, más los intereses sobre saldos calculados con la tasa del 1,6%. 


Por otra parte, se pactó que el lugar de pago sería, indistintamente, en las oficinas del Banco 
en Montevideo o en la sucursal del Banco en Buenos Aires. En caso de que se optara por esta 
segunda alternativa, se facultó a que las cuotas pudieran pagarse en dólares estadounidenses o en 
pesos argentinos a la cotización del dólar estadounidense, tipo vendedor, fijado por el Banco de la 
Nación Argentina el día hábil bancario anterior a la fecha de pago. 


Básicamente, esas son las informaciones referidas a la primera de las dos inquietudes con 
respecto al Banco de la República. 


La tercera pregunta -la segunda de las referencias que nos toca encarar- consulta sobre el 
estado actual de las negociaciones entre el Banco de la República y el señor Juan Carlos López Mena 
respecto de los pagos del mencionado aval por US$ 13:688.516. Con respecto a la situación actual, 
cabe informar que además de la ya referida cuota de US$ 888.516 cancelada al contado -a la que hice 
referencia-, el señor López Mena efectuó el pago de la primera cuota, de US$ 1:600.000, que venció 
en julio de 2013. En diciembre de 2013 el señor López Mena citó a conciliación al Banco de la 
República previo al juicio que promovería ante la Justicia ordinaria por considerar que las sentencias 
de inconstitucionalidad dictadas por la Suprema Corte de Justicia operaron como condición resolutoria 
del acuerdo, aspecto este controvertido por el Banco de la República. La audiencia de conciliación se 
celebró el 13 de marzo de 2014, pero la conciliación fue inútilmente tentada. 


Asimismo, cabe agregar que al momento de producirse ese informe, el Banco no ha sido 
notificado de la promoción de demanda judicial por el tema objeto de la citación. Es decir que hasta 
ahora no se ha concretado demanda por parte del señor Juan Carlos López Mena. 


Finalmente, en forma paralela y sin perjuicio del resultado de los eventuales accionamientos 
anunciados por el cliente, como resultado de un acuerdo precedido de negociaciones con el señor 
López Mena y previo el pago de los intereses que se habían devengado y que estaban vencidos, se 
reestructuraron los vencimientos del convenio celebrado el 19 de marzo de 2013, acordándose 
garantías entre las partes y manteniéndose las demás condiciones previstas en el referido acuerdo. 


Esto es todo lo que tengo para informar respecto a la pregunta número 3. 


SEÑOR MOREIRA.- Después en mi disertación agregué alguna inquietud más. Quisiera saber si a 
juicio del señor Presidente del Banco de la República -aunque sé que él no fue quien pactó esto 
sino que lo hizo el anterior Directorio-, esta es una práctica corriente. Me refiero a que se acepten 
pagos de obligaciones en pesos argentinos en la sucursal de Buenos Aires. Además, esto significa un 
abatimiento de la cifra para el deudor y de esto no hay ninguna duda porque saqué una simple cuenta 


y constaté que acá el señor López Mena se ahorra US$ 1:100.000 en cuanto a los pesos argentinos y 
a los dólares que podría comprar al paralelo. 


También quisiera saber si el Banco de la República, al recibir estos pesos argentinos, puede 
hacerse de los dólares correspondientes al tipo de cambio oficial por el tipo de operación de que se 
trata. Me parece importante que se informe si eso es posible porque, en lo personal, no lo sé. 


SEÑOR PORTEIRO.- ¿Si es posible qué? 


SEÑOR MOREIRA.- Que el Banco de la República, con esos pesos argentinos, compre dólares al tipo 
de cambio oficial y los gire al Uruguay o los mantenga en la sucursal. 


SEÑOR PORTEIRO.- Desde el punto de vista de las especulaciones económicas que uno podría 
hacer, los resultados pueden ser muy distintos porque el tipo de cambio puede jugar a favor de una u 
otra opción. También se puede especular con la existencia de un tipo de cambio como un precio más 
en el mercado y tener en cuenta un tipo de cambio oficial, un tipo de cambio turista o un tipo de cambio 
blue, por no llamarlo negro. 


Entonces, esas situaciones que quizás se estén dando en un momento determinado, pueden 
estar cambiando durante el plazo de vigencia. No me animaría a sacar conclusiones definitivas acerca 
de si esto es o no ventajoso. 


SEÑOR MOREIRA..- Pero, reitero, ¿el Banco puede adquirir los dólares con esos pesos argentinos? 


SEÑOR PORTEIRO.- El Banco adquirió, con la primera cuota abonada, US$ 1:600.000 
correspondientes a la primera cuota. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Los adquirió en la plaza argentina? 
SEÑOR PORTEIRO.- Exactamente. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Al tipo de cambio oficial? Quiero saber si la normativa del Banco Central 
argentino permite adquirir con pesos argentinos y al Banco de la República, sucursal Buenos Aires, 
dólares al tipo de cambio oficial. 


SEÑOR PORTEIRO..- Esto fue lo que ocurrió en aquella época. No conozco la normativa hoy ni la que 
va a estar vigente dentro de tres meses, pero lo que sí sé es que respecto a la única cuota vencida se 
cobró exactamente el importe previsto. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿En dólares? 
SEÑOR PORTEIRO.- En dólares. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Fuimos citados todos para responder 
cinco preguntas y entendemos que debemos responder la cuatro y la cinco, más allá de que se habló 
de la pregunta cinco y no de la cuatro porque se mezclaron algunas cuestiones. 


En primer lugar, quiero manifestar que hemos comparecido al Parlamento en multiplicidad de 
veces y que, como no puede ser de otra manera, hemos respondido pedidos de informes y emitido 
comunicados oficiales a este respecto. Probablemente, esta sea una de nuestras últimas 
comparecencias al Parlamento ya que el período legislativo termina el 15 de setiembre. 


Por otra parte, sería muy tonto desconocer el contexto electoral, que también existe; hay que 
reconocerlo y saber que eso también está circundando nuestro ambiente y nuestras acciones políticas. 


En lo personal, estoy aquí con el talante y la firme convicción de que dada nuestra responsabilidad 
política frente a la ciudadanía, es imperioso que una vez más nos concentremos en dos objetivos muy 
concretos. Uno de ellos tiene que ver con brindar la información requerida sobre Pluna, por más que 
esta se repita una y otra vez. Nosotros responderemos siempre lo mismo porque es lo que hacemos 
como gestores del Gobierno y porque tenemos una deuda con el país. 


Soy consciente de que puedo estar planteando un imposible -a esta altura del partido he 
luchado por los imposibles y algunos de ellos se han concretado- pero me gustaría que como país 
pudiéramos sacar conclusiones colectivas de cara al futuro. Sería bueno que esas conclusiones nos 
sirvan para que estos 75 años de Pluna sumen aprendizaje sobre el rumbo estratégico más eficiente 
que debe seguir el Uruguay respecto a las políticas de aeronavegación, a la conectividad y a cuál debe 
ser el rol del Estado en estos temas. El segundo objetivo concreto tiene que ver con el entendido de 
que todos los gobiernos hemos hecho un aprendizaje forzoso que comenzó en aquella época en que 
los cielos estaban cerrados y el gran objetivo era tener una aerolínea de bandera estatal -sobre ese 
punto se trabajó mucho tiempo, lo que originó terribles pérdidas al Uruguay-, luego cuando se fueron 
abriendo poco a poco, antes de la globalización, momento en que los Estados iniciaron procesos de 
asociación con privados, hasta hoy donde los cielos están abiertos, lo que nos obliga a repensar que 
aquel ideal de la soberanía o la conectividad no pasa por tener una empresa de aerolínea de bandera 
estatal o con su participación, sino por asegurar la conectividad. En este sentido, acabamos de recibir 
la buena noticia de que Iberia regresó al Uruguay y lo hace con cuatro frecuencias, lo que nos permite 
aumentar la conectividad con Europa. Es más; les hemos solicitado una tarifa bonificada para los 
estudiantes uruguayos que vayan a estudiar a España y los españoles que vengan a hacerlo aquí y 
para las selecciones uruguayas de los deportes menores. Creo que todos debemos aprender de lo que 
ha sucedido y tenerlo en cuenta para el futuro. Lo digo en este momento porque luego nos vamos a 
entreverar en la polémica y creo que cada uno abordará esta instancia como mejor le parezca pero 
nosotros no nos moveremos un ápice de estos dos objetivos que planteé, es decir, información y 
aprendizaje. Desde que asumimos sabemos que la impronta de la gestión pública solo es eficiente si 
se piensa en el legado que se deja al país, más allá de los intereses personales, político-partidarios y 
sectoriales. 


La pregunta número cuatro refería a la información relativa al desarrollo del trámite concursal 
de Pluna S.A. y a las responsabilidades recaídas o a recaer sobre el Estado uruguayo. Me estoy 
adelantando pero quiero dar una respuesta, sin eludir el comunicado del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, las causas de cierre de Pluna, qué cosas influyen y cuáles no y cuánto puede 
anticiparse el Estado a lo que va a ocurrir. También quiero dejar sentado que la información sobre los 
juicios de Brasil ya la hemos dado en las interpelaciones. Incluso, en un caso concreto mostré los 
documentos al Parlamento y supongo que en las versiones taquigráficas queda registro de lo que uno 
dice. De lo contrario, este órgano habría cambiado mucho, cosa que no creo haya sucedido. 


En cuanto a la información relativa al desarrollo del trámite concursal de Pluna S.A. y la 
responsabilidad recaída o a recaer sobre el Estado uruguayo, es necesario puntualizar que a la fecha 
no ha recaído ninguna responsabilidad. Dicho de otra forma, no existe sentencia judicial de condena 
sobre el Estado uruguayo en cuanto a Pluna S.A. Como es natural en este tipo de casos, sí han 
existido múltiples intentos de parte de los acreedores de Pluna S.A., y como veremos luego de la 
propia sindicatura, de extender la responsabilidad hacia el Estado, seguramente alentados en su 
solvencia material. Aun así, importa señalar que hasta el momento, en todos los casos en que la 
justicia se pronunció sobre la responsabilidad del Estado y dictó sentencia, siempre rechazó todas las 
pretensiones en ese sentido, recayendo la misma únicamente sobre Pluna S.A. Incluso, en materia 
laboral, donde la Justicia prescinde de aspectos formales y se guía principalmente por el principio de 
realidad, el Estado ha quedado totalmente librado de responsabilidad sobre este punto, incluso existe 
ya una sentencia firme y varias que han sido apeladas por los trabajadores, pero que también 
rechazaron su pretensión de culpar al Estado. Existió un único caso promovido por pasajeros de Pluna 
que reclamaron de Pluna Ente Autónomo y del Estado el pago de pasajes no volados más daños y 
perjuicios y que obtuvieron sentencia favorable en primera instancia en un caso muy publicitado por la 
prensa, pero que en segunda instancia -que no fue tan publicitado por la prensa- dicha sentencia fue 
revocada por el tribunal, por lo que a la postre también en ese caso la Justicia entendió que no existió 
responsabilidad del Estado. Por supuesto existen varios juicios en trámite y diversas instancias por 


cumplir, pero de acuerdo con lo que surge de los diversos informes jurídicos recabados, tanto por 
Pluna Ente Autónomo como por el Estado, existen firmes razones para creer que el Poder Judicial 
habrá de responsabilizar a la empresa Pluna S.A. y exonerar a los uruguayos. 


2) Con respecto a la información que se solicita, cabe destacar que el trámite concursal de 
Pluna S.A. -tramita ante el Juzgado de Concurso de Primer Turno a cargo de la doctora Teresita 
Rodríguez Mascardi-, expediente caratulado “Pluna Líneas Aéreas Uruguayas S.A. Concurso de la 
Ley N* 18.387, Ficha 227763/2012.” Ese expediente principal se encuentra en etapa de 
liquidación y en proceso de realización de los activos societarios, marco en el cual la sindicatura 
llevada adelante por la Asociación Uruguaya de Peritos obtuvo autorización de la señora Jueza para 
celebrar un contrato de intención de compra venta de 7 aeronaves Bombardier CRJ 900 NG, 
encontrándose en proceso de negociación la firma del contrato de compra definitivo. Anticipándose a 
este hecho y para el caso en que la compra venta autorizada por la sede se efectivice, Pluna Ente 
Autónomo y en calidad de acreedor hipotecario de las aeronaves referidas acordó con la sindicatura la 
protección de los fondos resultantes de la enajenación judicial prevista en garantía a los intereses del 
Ente del Estado uruguayo, pactando el congelamiento y depósito del producido de la venta en cuenta 
bancaria a abrirse a la orden de juzgado y bajo el rubro de autos hasta tanto la Justicia se expida en 
sentencia definitiva sobre el orden de prelación en que habrán de satisfacer sus créditos la totalidad de 
los acreedores públicos y privados de la empresa liquidada. Este acuerdo homologado por la Jueza 
actuante, además de proteger el interés del Estado tuvo como cometido facilitar el accionamiento de la 
Justicia, allanar el camino a la realización económica de los bienes de la empresa y evitar el deterioro o 
pérdida de las aeronaves por falta de recursos para su mantenimiento. El mantenimiento a partir de 
que los aviones pasaron a la masa concursal está a cargo de la Sindicatura del concurso y ya no tiene 
que ver el fideicomiso con eso. El día martes 15 de julio la Sindicatura presentó a la Jueza una 
solicitud firmada conjuntamente con Pluna Ente Autónomo donde queda medianamente claro que no 
existió renuncia alguna a las aspiraciones de Pluna. Al contrario, si hoy es posible que los aviones se 
vendan y no sean chatarra es gracias a la ley que envió el Poder Ejecutivo al Parlamento y que el 
Parlamento votó. Por lo tanto, jamás se renunciará al dinero aportado por todos los ciudadanos de este 
país y para que quede claro cito textualmente el escrito presentado. Necesidad de proceder a la 
enajenación inmediata de las aeronaves. 


SEÑOR MOREIRA.- Solicito al señor Ministro que aclare a qué ley se hace referencia. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Se hace referencia a la Ley de 
Fideicomiso. 


Por auto 15/2014 con fecha 3 de febrero de 2014 recaído en los mencionados autos -no voy 
a dar los números- la Sede dispuso que habiéndose concretado el ingreso del activo a la masa del 
concurso de Pluna S.A. de las aeronaves objeto de fideicomiso y a efectos de evitar la pérdida de valor 
de los mismos presente la Sindicatura un proyecto de realización de los mismos en un plazo de 15 
días. 2) A efectos de viabilizar dicha realización resulta necesario que el acreedor hipotecario Pluna 
Ente Autónomo otorgue el levantamiento de las hipotecas que pesan sobre dichas aeronaves. 3) A 
esos efectos la sindicatura realizó a Pluna Ente Autónomo el planteo correspondiente, recibiendo de 
Pluna Ente Autónomo la más plena disposición a colaborar con la Justicia, cumpliendo los actos 
necesarios para posibilitar la rápida y adecuada enajenación de las aeronaves, con la condición de que 
dichos actos no perjudiquen sus eventuales derechos y expectativas como acreedor. 4) Las partes 
declaran que la preferencia que hasta el día de hoy le conceden a Pluna Ente Autónomo en su opinión 
las respectivas hipotecas y sus fechas, se mantendrá respecto de la parte del precio que quedará 
depositado, obtenido por la realización de las aeronaves. Todo ello sin perjuicio de la decisión judicial 
firme que recaiga al respecto. 5) Asimismo las partes declaran que el presente acuerdo no implica 
pérdida ni resignación de derechos por parte de Pluna Ente Autónomo ni tampoco implica ningún tipo 
de reconocimiento, limitación ni afectación del derecho y deber legal de la sindicatura ni de los 
tribunales competentes de pronunciarse conforme su leal saber y entender respecto de la calificación 
del eventual crédito tutelado por las hipotecas a que refiere el presente. Asimismo, en el exterior Pluna 
S.A. promovió su propio concurso judicial, estando pendiente de resolución tanto en Argentina como en 
Brasil. En lo que refiere al concurso de Pluna S.A. existen otros expedientes relacionados que 
interesan directamente al uruguayo. 


Incidente de verificación de créditos. De acuerdo con lo exigido por la norma concursal, la 
sindicatura elaboró un informe de verificación y determinó su criterio de prelación de los acreedores 
para el cobro de sus créditos contra Pluna S.A. Al hacerlo subordinó el crédito hipotecario de Pluna 
Ente Autónomo por entender que al ser Pluna Ente socio de Pluna S.A. y participar con más del 20% 
de su paquete accionario corresponde aplicar dicha figura legal. Pluna Ente impugnó el informe en 
defensa de su crédito que por ser hipotecario de naturaleza posconcursal corresponde ser cobrado con 
preferencia. Se trata, pues, de un proceso por el cual Pluna Ente Autónomo reclama el cobro prioritario 
de su crédito en razón de la naturaleza particular del mismo. Las opiniones jurídicas recabadas son 
contestes en que asiste razón al ente en su reclamo, por lo que de prosperar el mismo el Estado 
cobrará prioritariamente los fondos obtenidos por la venta de los aviones y se resarcirá por la garantía 
otorgada a Pluna S.A. El monto que Pluna Ente reclama asciende a US$ 114:817.582. 


Incidente de calificación del concurso. La sindicatura de Pluna S.A. elevó el informe de 
calificación que le impone la Ley de Concurso vigente. En la misma solicitó a la señora Juez la 
declaración de culpabilidad de concurso, fundándola en la actuación dolosa de sus socios de Leadgate, 
Invest Corp, SAO S.A.y Jazz, sobre las que solicitó aplicación de sanciones de inhabilitación por veinte 
años para su representante. Complementariamente alegó falta grave en la actuación de Pluna Ente 
Autónomo del Estado uruguayo, a quien le atribuyó la calidad de administrador de hecho aunque sin 
solicitar sanciones por inexistencia de dolo. Esta pretensión pretende condenar a los socios privados 
de Pluna S.A. y al Estado uruguayo al pago total del pasivo del concurso no cubierto por los bienes a 
vender. El monto total del pasivo, según números verificados por la sindicatura, asciende a US$ 
170:000.000. Esto está muy lejos de los US$ 380:000.000 de los que tanto se habló y tanto se repitió. 
Tanto Pluna Ente Autónomo como el Estado uruguayo han contestado la pretensión de la sindicatura 
que busca recomponer el pasivo de la empresa fundida a costa del erario público. La totalidad de las 
opiniones jurídicas recabadas por los organismos estatales comprendidos en el reclamo son 
sólidamente contestes en afirmar la ausencia de responsabilidad del Estado, lo que se espera sea 
confirmado por la Sede. 


Demanda de capitalización. La tercera acción promovida por la sindicatura para reconstituir el 
patrimonio de Pluna S.A., luego de las dos ya mencionadas -calificación de crédito subordinado 
de Pluna Ente Autónomo y calificación de concurso culpable- es la acción para obtener la capitalización 
por parte de Pluna Ente de Pluna S.A. Por dicho proceso la Sindicatura pretende que Pluna Ente 
Autónomo integre capital a Pluna S.A. aun cuando ésta ha sido liquidada judicialmente. Se invoca un 
supuesto compromiso de capitalización no reconocido por Pluna Ente Autónomo para obligarle a 
aportar US$ 13:000.000. Pluna Ente ha rechazado enérgicamente tal presentación en las instancias 
judiciales preliminares y se propone contestar la demanda en tal sentido. Se poseen diversas opiniones 
jurídicas coincidentes en la absoluta falta de fundamento o reclamo, por lo que se espera una defensa 
férrea y consistente en el proceso. 


Información de otros procesos. Procesos laborales en Uruguay y Argentina. Se concurrió a 280 
citaciones de conciliación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por un monto de $ 
441:321.462. Voy a brindar el resumen. En Uruguay, los procesos judiciales son seis. La cantidad de 
trabajadores reclamantes en dichos procesos: 188. Sentencia firme a favor del Estado: una. Monto 
pretendido en dicho juicio: $ 11:372.882. Trabajadores reclamantes: 12. Monto rescatado: cien por 
ciento. 


Juicios con sentencia favorable al Estado: 3. Estado de trámite: dos procesos en apelación y 
uno en casación. Montos de dicho juicios: $ 6:376.032. Derecho reconocido del Estado en dichas 
sentencias: cien por ciento. 


Juicios en trámite sin sentencia dictada: 2. Montos reclamados en dichos juicios: $ 
214:000.000, más US$ 2:020.687. Todavía no hay sentencia. 


En Argentina, total de juicios promovidos: 21. Total de trabajadores reclamantes: 79. Monto 
total de los reclamos: 27:839.219 pesos argentinos. Sentencias dictadas: cero, todas se encuentran en 
trámite. 


Procesos civiles en el Uruguay. Como ya hemos informado acá, Pluna Ente Autónomo le ha 
iniciado un proceso por daños y perjuicios a la Sociedad Aeronáutica Oriental en el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Civil del 8vo. Turno. El monto del asunto: US$ 1:850.000. Esto es lo que le 
reclama Pluna Ente Autónomo a SAO y Leadgate en relación a Aerovip. 


En cuanto a las demandas de pasajeros, estas se tramitan ante el Juzgado de Paz 
Departamental de la Capital de 36* Turno. Se contestó la demanda y la audiencia es el 22 de setiembre 
de 2014. El monto del asunto: US$ 482,36. Tenemos otra conciliación previo juicio por cancelación 
intempestiva de vuelos comprados y pagados por parte de Pluna; la audiencia está por celebrarse ante 
el Juzgado de Conciliación del 2% Turno y todavía no hay una demanda judicial. El monto del asunto es 
por US$ 5.000. Hay otra citación a conciliación, previo al juicio de daños y perjuicio moral por compra 
de pasajes a Pluna S.A.; se la tramita ante el Juzgado de Conciliación de 4* Turno y todavía no hay 
una demanda judicial. El monto del asunto es de US$ 11.180. Hay otro juicio de Transporte Rosa 
Limitada con Pluna Ente Autónomo y otros por daños y perjuicios; se tramita ante el Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Civil de 16% Turno. El monto del asunto es de $ 9:000.000 y todavía no hay 
demanda. 


Con respecto a quién cerró o quién no, quisiera hacer una aclaración. El Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas emitió un comunicado porque cabe aclarar que una cosa son los juicios de 
los trabajadores que van contra Pluna y otra los juicios de los trabajadores de Brasil -que se conocían- 
del 2007 al 2010. Recién se mencionó que había 32 sentencias, pero más o menos son 200 juicios en 
trámite; algunos de ellos se ganaron y otros no. Se trata de 191 trabajadores de Varig, quienes fueron 
directamente contra Pluna S.A. para cobrar sus sueldos. Hay que recordar que Pluna S.A. era parte del 
grupo económico de Varig. Eso ocurrió entre 2007 y 2010. El abogado Magalhaes representaba a 
Campiani y, aparentemente, es quien proporcionó esta información. En definitiva, este abogado 
defendía a Pluna S.A. en esos juicios en Brasil. Los juicios que se perdían los tenía que pagar el 
Estado por las cláusulas establecidas previamente a la llegada del socio privado, es decir, Leadgate. 
¿Por qué? Porque no iba a asumir el nuevo socio las deudas generadas por conflictos anteriores o 
resultado de la asociación con Varig. 


En el año 2012 se plantea un juicio por parte del señor Bispo do Santos y voy a leer el 
comunicado de nuestro Ministerio dirigido a la opinión pública. Dice así: «1. Pluna S.A. se cerró por 
insolvencia y en cumplimiento de la Ley de Concursos y Reorganización Empresarial N* 18.387, 
sopena» -obviamente esto último es un error, no sé por qué esto se juntó- «de responsabilidad penal y 
no por los juicios de los trabajadores de Varig». Lo que no dice el comunicado es que los juicios no 
hayan tenido alguna influencia, obviamente no influyeron directamente en el cierre pero sí en forma 
indirecta. Continúo: «2. El informe jurídico mencionado en estas versiones inexactas sobre los juicios, » 
-versiones que nos acusaban de mentirosos- «es un informe parcial que apenas contiene algunos 
juicios que los trabajadores de Varig habían iniciado contra Pluna S.A.», como ya relaté. Más adelante 
se dice: «3. En el año 2012 ocurrió un nuevo hecho», que planteé aquí y en las interpelaciones que nos 
hicieron en el Parlamento, a las que llevé la documentación, y ahora vuelvo a leer los números de los 
juicios y de los procesos. Continúo: «Otros trabajadores de Varig, que nunca habían demandado a 
Pluna S.A. (habían demandado sí a Varig y ganado los juicios), se presentaron a cobrarle a Pluna S.A. 
dichas sentencias, en base a una Súmula» -sobre lo cual estuvimos discutiendo mucho tiempo en el 
Parlamento- «(decisión del Supremo Tribunal Federal de Brasil) que entiende que al ganar un juicio 
contra un integrante de un grupo económico luego se puede cobrar a cualquier otro integrante del 
grupo,» -Pluna S.A. era considerada cualquier otro integrante del grupo económico- «aun cuando no se 
lo haya demandado directamente antes. La sentencia que esos trabajadores tenían contra Varig 
obligaba a pagar a Pluna S.A. sin poder ejercer esta el derecho de defensa», porque ya lo habían 
ejercido los abogados de Varig. Entonces, Pluna S.A. pagaba las consecuencias sin poder defenderse. 
«Se estimó que existían un mínimo de 4.000 personas en esa situación y un máximo de 7.000» -tal 
como lo trasmitimos- de potenciales demandantes. «Un ejemplo de lo anterior es el caso de Paulo 
Cesar Bispo do Santos (Proceso N* 01733-2008-040-02-005), quien fue el primero que logró embargar 
cuentas bancarias de Pluna S.A. por 500 mil dólares» -no pudo cobrar esa suma porque no había tanto 
dinero en las cuentas- «por una sentencia que condenaba a Varig». Esto fue lo que despertó la alarma, 
porque detrás de este había casos similares. «Hubo más casos similares que generaron otros 
embargos contra Pluna S.A. también en cuentas bancarias y sobre las máquinas del Aeropuerto 
Internacional de Guarulhos pertenecientes a dicha empresa. El abogado Magalhaes que se menciona 
de manera irresponsable, fue contratado por el empresario Campiani para defender a Pluna S.A. No es 
cierto que la mayoría de los juicios tuvieron resultado favorable. Hubo juicios perdidos y ganados, pero 


la mayoría estaba en trámite. Estos primeros casos no son comparables con los otros 4.000 o 7.000 
porque en los primeros Pluna S.A. se defendía mientras que en los juicios contra Varig a Pluna S.A. 
simplemente se la condenaba a pagar, tomando conocimiento de ello cuando se le trababa un 
embargo, le vaciaban una cuenta o le paraban un avión». 


El 12 de marzo de este año ocurre un hecho que, indirectamente, está relacionado con lo 
que llamamos la protección que pueda tener no solo Pluna S.A. sino también porque a alguien se le 
pudiera ocurrir que pudiera tener responsabilidad el Estado uruguayo. Estoy hablando de un juicio que 
no tiene que ver con Pluna S.A. sino con el congelamiento del precio de los pasajes que en 1985 
decidió el Gobierno brasileño. Mediante esta decisión, el Supremo Tribunal Federal de Brasil hace 
responsable al Estado brasileño de la quiebra de Varig y, por ende, lo obliga a pagar las deudas de los 
acreedores de Varig. Esa resolución fue tomada -reitero- el día 12 de marzo de 2014; yo pensé que las 
personas que estaban siguiendo con atención y responsabilidad este tema, conocían este caso, pensé 
que no estaba dando una novedad. 


La sentencia todavía no se redactó, porque ahí se toma la decisión -se puede entrar a la página del 
Supremo Tribunal Federal para leer el acta- y está la diferencia entre R$ 3.000:000.000 o R$ 
6.000:000.000, es decir lo que sostienen una y otra parte, y la justicia tendrá que determinar cuánto es. 
Eso incluye el pago de los salarios de la totalidad de los trabajadores de Varig. Entonces, no van a 
demandar contra otros porque ya tienen satisfecha su demanda, y dos años después nos plantean una 
protección que antes no existía. 


Ahora bien, señor Presidente, quiero insistir en un par de asuntos más porque se ha dicho 
que nosotros mentimos cuando no respondimos algunas preguntas y no es cierto. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso, acá no se ha dicho. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No; no digo que haya sido acá, pero 
como se incorporaron versiones de prensa voy a decir lo que ocurrió, que además está en la versión 
taquigráfica que no me deja mentir. 


En la interpelación de diciembre se nos interrogó sobre algo distinto a lo que se dijo en la 
prensa. Se nos preguntó quién había nombrado en el nuevo directorio de Pluna S.A. a los señores que 
acá se dicen que representaban al Estado y en qué condición actuaban. La respuesta fue idéntica: los 
nombraron los accionistas de Pluna S.A. antes de retirarse y actuaron como directores de Pluna S.A, 
tal como fue ratificado cuando contestó el señor Pedro Apezteguía. ¡Remitámonos a la versión 
taquigráfica de ese momento, leámosla con atención y veamos lo que allí dice. 


Respecto a las causas del cierre de Pluna, es cierto que nosotros tuvimos una conversación 
con los distintos actores políticos, lo que quisimos decirles a todos es que no hay que ser adivino para 
darse cuenta de las repercusiones que algunas cuestiones podían tener sobre la marcha de una 
empresa, mucho más cuando en Pluna S.A teníamos directores de Pluna Ente Autónomo que eran 
directores del Estado, socios del Estado, que trabajaban directamente con nosotros. Cuando los 
propietarios de Pluna abandonaron o dejaron las acciones en un fideicomiso y designaron a los nuevos 
Directores, el objetivo de aquel momento -y lo dijimos acá- era conseguir un socio que se hiciera cargo 
de las acciones mayoritarias de la empresa. Es obvio que ningún inversor iba a meterse en un negocio 
con riesgo de juicios potencialmente graves para la empresa. Esa era una situación muy compleja que 
nosotros avizorábamos como un problema para el futuro desarrollo de la empresa. 


Ahora, cuando se asumieron las funciones y se solicitó información sobre el exacto estado de 
situación económico y financiero de la empresa, las nuevas autoridades se encontraron con un 
panorama infinitamente peor al imaginado. Se carecía de crédito y liquidez para operar con normalidad 
y no había fondos ni siquiera para abonar el combustible corriente. Los funcionarios se negaban a 
firmar cheques por temor a las consecuencias legales de firmar cheques sin fondo. El aumento 
sistemático del endeudamiento mediante la constitución de diversos fideicomisos, tanto en Uruguay 
como en el exterior, imposibilitaba cumplir con las obligaciones asumidas. Fue rechazada una nueva 
solicitud de préstamo en Brasil en razón de la situación descripta. Su operativa generaba un déficit de 


US$ 2:500.000 mensuales y tenía un patrimonio negativo de US$ 40:000.000. Deudas impagas con 
intimación por incumplimiento de contrato con empresas proveedoras, claves para la operativa eficiente 
y segura de los aviones: repuestos, mantenimiento de motores y operadores tercerizados para la venta 
online. Ausencia total de crédito para el pago de combustible en todos los aeropuertos de la región, 
incluyendo a Ancap. Deudas que podrían ser causa de delito en caso de existir denuncia del 
perjudicado, por ejemplo retención por más de tres meses de ingresos por concepto de tasa de 
embarque cuyo dinero pertenece al concesionario Puerta del Sur. Recaudación de ventas de pasajes 
con tarjeta de crédito comprometidas con fideicomisos creados en Uruguay y Argentina que habían 
sido votadas unánimemente en contra por el Directorio de la minoría constituido por los directores de 
Pluna Ente Autónomo. Comunicaciones diarias de acreedores solicitando el inminente pago de las 
deudas por la vía concursal. Todo ello en riesgo inminente de que el nuevo Directorio de Pluna S.A. y la 
Comisión Fiscal pudieran recibir denuncias penales de todo tipo y tener que asumir las consecuencias. 


Estos son los factores por los que se cerró Pluna. Además, no había disposición legal para 
poner US$ 82:000.000 -que era lo que costaba mantener la empresa abierta y capitalizarla- y tener 
pérdidas entre US$ 20:000.000 y US$ 24:000.000 anuales, que creo el Uruguay no estaba en 
condiciones de asumir. 


Por supuesto que los juicios fueron un factor; lo que nosotros decimos es que no fueron un 
factor determinante ni la causa principal del cierre. Sí imposibilitaban que cualquier inversor con dos 
dedos de frente quisiera asumir la aventura de comprar las acciones mayoritariamente en Pluna S.A. 


Si la Comisión me lo permite, pasaría a contestar la pregunta número cinco que es la que 
tiene que ver con el tema del fideicomiso y que concretamente habla de los gastos generados por el 
fideicomiso, en especial lo relativo a gastos de mantenimiento de aviones de la ex Pluna, honorarios y 
retribuciones profesionales y personales generados hasta el presente. 


Voy a leer parcialmente el escrito que se presentó por parte del fideicomiso ante el Juez 
Letrado de Concursos de 1* Turno, en el que se contesta la pregunta que aquí se ha planteado y se 
agregan los gastos actualizados al 31 de julio. También daré lectura parcial al contrato que modifica el 
fideicomiso de administración de aeronaves creado por la Ley N* 18.931 y por el que los 
aviones pasan a la masa de concurso. 


En este escrito el economista Javier Liberman comunica al Juzgado de Concursos la 
existencia de un crédito de titularidad del fideicomiso de aeronaves -Ley N* 18.931- contra Pluna S.A., 
de carácter posconcursal, el cual deberá ser pagado en moneda entera por Pluna, de acuerdo con las 
siguientes consideraciones. Con fecha 2 de agosto de 2012 -fecha posterior a la declaración de 
concurso-, en cumplimiento de la Ley N* 18.931 y del Decreto 240/12 por contrato de enajenación de 
aeronaves, Anexo A, Pluna enajenó al fideicomiso quien en tales conceptos adquirió libre de 
obligaciones, afectaciones y gravámenes -salvo las hipotecas constituidas a favor de Pluna Ente 
Autónomo- la propiedad y posesión de las aeronaves Bombardier, y no voy a mencionar todas las 
matrículas que ya aludí en su momento en el Senado porque ya se sabe de qué estamos hablando. De 
acuerdo con el contrato de enajenación de aeronaves y como contrapartida a esta enajenación, el 
fideicomiso asumió la totalidad de los pasivos mantenidos por Pluna con Scotiabank por la adquisición 
de las aeronaves. Estos pasivos derivan del contrato de préstamo entre dicha institución financiera y 
Pluna, con fecha 21 de enero de 2008, que conjuntamente con las garantías otorgadas con fecha 21 
de enero y 12 de febrero de 2008, configuran el total de la relación crediticia que vincula a Pluna con 
los garantes y Scotiabank. Por sentencia 576 de 9 de diciembre de 2013, en acción promovida por la 
Sindicatura, la Suprema Corte de Justicia declaró inconstitucionales los artículos 1%, 2% y 3% de la Ley 
N* 18.931. En cumplimiento de esta sentencia, con fecha 9 de enero de 2014, Pluna representada por 
la sindicatura y el fideicomiso, acordaron dejar sin efecto el contrato de enajenación de aeronaves 
celebrado el 2 de agosto de 2012, por el que el fideicomiso enajenó e hizo tradición a Pluna, libre de 
obligaciones y gravámenes, salvo las hipotecas en primer grado antes constituidas a favor de Pluna 
Ente Autónomo, de las aeronaves, motores y demás partes. 


3) Entre el período transcurrido entre la adquisición de las aeronaves -2 de agosto de 2012- y 
su transferencia a la masa de concurso -9 de enero de 2014-, el fideicomiso se hizo cargo y abonó 
puntualmente todas las cuotas asumidas como precio de enajenación, según surge del Anexo A, que 


contiene el testimonio de las transferencias bancarias a favor del mismo por este concepto, y del Anexo 
B, que contiene el detalle de las cuotas abonadas a Scotiabank. El importe total de los pagos 
realizados por el fideicomiso por este concepto asciende, a la fecha, a la suma de US$ 26:059.330,73. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Esos son los gastos? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es el importe de los pagos realizados 
a Scotiabank. 


4) En el mismo período, el fideicomiso incurrió en los siguientes gastos de conservación: 
limpieza, parqueo, mantenimiento de las aeronaves, incorporando valor a las mismas o impidiendo la 
destrucción de valor, según surge del Anexo A, que contiene el testimonio de las facturas abonadas por 
el fideicomiso y Anexo C, que contiene el detalle de los pagos realizados por estos conceptos. 


El importe total de los gastos realizados en beneficio de las aeronaves, ascienden a la suma 
de US$ 9:152.211,20 y $ 4:029.090,90. Allí hay una planilla que describe cada uno de los detalles -que 
no voy a enumerar- donde están desglosadas estas cifras que he resumido. 


Los créditos detallados en los puntos 3) y 4) que anteceden, son créditos contra la masa del 
concurso por tener ambos su causa de negocios jurídicos, de fecha posterior a la declaración de 
concurso. En el caso de los pagos realizados a Scotiabank -punto 3)- la causa de crédito se encuentra 
en el acuerdo celebrado por el fideicomiso con la sindicatura, el 9 de enero de 2014, por el cual se dejó 
sin efecto la transferencia de las aeronaves, realizada al 2 de agosto de 2012, y se transfirieron a la 
masa las aeronaves adquiridas. 


La circunstancia de haber dejado sin efecto el negocio de enajenación original determina que 
haya surgido, en ese acto, un crédito de fideicomiso contra la masa por el precio ya pagado. En el caso 
del mantenimiento de las aeronaves, los gastos incurridos por el fideicomiso agregaron valor a las 
mismas transferidas a la masa, por lo que se genera un enriquecimiento sin causa de la masa que 
genera el derecho del fideicomiso a percibir dicho importe. 


Luego siguen las cuestiones de rutina; se vuelve a repetir el valor total de la deuda y se hace 
referencia a quién está autorizado a ser representado. 


Existe un documento con la actualización de los gastos al 31 de julio de 2014, que podemos 
dejar para que los señores Senadores analicen. Dice: relación de los gastos generados por el 
fideicomiso creado por la ley, en especial relativa a los gastos de mantenimiento de los aviones de la 
ex Pluna S.A., honorarios de profesionales, retribuciones personales, generados hasta el presente. Los 
egresos acumulados al 31 de julio de 2014 por el fideicomiso, ascienden a US$ 39:588.015 de los 
cuales US$ 26:059.331 corresponden al pago de cuotas, correspondientes al financiamiento de las 
aeronaves, vencidas durante el período en que las mismas tuvieron su patrimonio; 


US$ 12:390.843 por concepto de mantenimiento en las condiciones de aeronavegabilidad de los siete 
aviones Bombardier hasta la entrega de los mismos a la sindicatura; US$ 502.282 de honorarios 
profesionales; US$ 462.588 en gastos de funcionamiento de fideicomiso y US$ 172.191 en 
otros gastos varios. 


Posteriormente se modificó, por parte de los fideicomitentes y del fideicomiso, el contrato de 
fideicomiso de administración. 


Paso a dar lectura de las modificaciones del objeto, que dice así: «Por la presente, el 
fideicomitente y el fiduciario convienen en modificar la cláusula 3.2 del contrato de fideicomiso objeto, a 
la que a partir de esta fecha quedará redactada de la siguiente manera: “3.2. Objeto. El fideicomiso de 
la Ley N* 18.931 tendrá por objeto la realización de todas las actividades tendientes a 
recuperar todos sus activos, a cancelar sus pasivos y a reembolsar al fideicomitente, el saldo 
remanente hasta la concurrencia con los aportes realizados”. 


Modificación del plazo. Por el presente, el fideicomitente y el fiduciario convienen en modificar 
la cláusula 3.3 del contrato de fideicomiso -duración del fideicomiso-, la que a partir de esta fecha 
quedará redactada de la siguiente manera: “Duración del fideicomiso. El fideicomiso se mantendrá 
vigente mientras existan activos y/o pasivos actuales o contingentes en el patrimonio fiduciario. Sin 
perjuicio de lo anterior, el beneficiario principal tendrá la facultad de revocar unilateralmente el contrato 
de fideicomiso en cualquier momento con un preaviso mínimo de treinta días al fiduciario. 


En caso de revocación del contrato de fideicomiso por el beneficiario principal, los activos y/o 
pasivos actuales o contingentes existentes en el patrimonio fiduciario serán transferidos al beneficiario 
principal o a quien este indique dentro del término de treinta días de la notificación de la revocación». 


En cuarto lugar, se modificó la remuneración: «Por el presente, el fideicomitente y fiduciario 
convienen en modificar la cláusula 9.5 del contrato de fideicomiso, “Remuneración del fiduciario”, la 
que a partir de esta fecha quedará redactada de la siguiente manera: “El fiduciario tendrá derecho a 
cobrar por concepto de honorarios la suma de US$ 1.200 americanos mensuales más IVA, que será a 
cargo del fideicomitente”». O sea que lo que se pagaba al fiduciario, que antes eran US$ 5.000 por 
mes, ahora pasan a ser US$ 1.200 por mes más IVA, al igual que la otra vez. 


Después habla de quién tiene que registrar el contrato y las modificaciones. 
Hasta aquí, señor Presidente, lo que teníamos para informar. 


SEÑOR MOREIRA.- Dentro del capítulo de los honorarios, se menciona uno que asciende a US$ 
502.000. Quisiera preguntarle al señor Ministro a quién se le pagaron esos honorarios. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Según lo que dice acá, son honorarios 
profesionales. No tengo conmigo el detalle de qué abogados contrató el fideicomiso. Seguramente se 
trata de todos los que participaron, pero podemos conseguir esa información después. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Simplemente quiero hacer una última aclaración, 
vinculada al punto 2, acerca de la resolución ministerial de la que hablamos. 


En su momento el señor Senador Moreira refería a que era una resolución que no había sido 
publicada y que, de alguna manera, se trasuntaba una intención de opacidad. En ese sentido, quiero 
dejar en claro que, justamente, el medio de prensa que publica esta resolución la obtuvo del Ministerio 
de Economía y Finanzas a través del mecanismo que tienen los ciudadanos y los medios de prensa 
para obtener la información pública, es decir, siguiendo el procedimiento que la Ley de Acceso a la 
Información Pública prevé. 


Quería despejar cualquier duda acerca de la intención de transparencia del Ministerio de 
Economía y Finanzas con respecto a esa o a cualquier otra de las resoluciones que se toman a nivel 
ministerial. 


SEÑOR MOREIRA.- Deseo hacer algunas apreciaciones respecto de las respuestas de los señores 
Ministros y del señor Presidente del Banco de la República. 


En cuanto a la resolución del Ministerio de Economía y Finanzas, nosotros insistimos en que, 
a nuestro juicio, se violan la ley y la Constitución de la República cuando se conceden indemnidades 
en estos casos. Yo he visto informes jurídicos y aquí no había litigio pendiente. El propio Tribunal de 
Cuentas, en una resolución del 20 de marzo -el día después de que se pactó todo el tema del aval 
entre los Ministerios y el Banco de la República-, no sé si por unanimidad -porque no tengo aquí la 
información-, dice claramente que nuestro ordenamiento jurídico-constitucional determina que la ley es 
el único instrumento idóneo para limitar derechos, entre los cuales se encuentra el derecho a reclamar 
daños y perjuicios. A su vez, esa ley debe estar fundada en razones de interés general a tenor de lo 
establecido por el artículo 7% de la Constitución de la República. En idéntico sentido, el compromiso de 
indemnidad suscrito implica disponer en forma actual y futura del patrimonio estatal, lo que requiere la 


sanción de una ley en sentido orgánico formal con iniciativa, además, del Poder Ejecutivo. Esto 
seguramente va a ser reiterado por el Tribunal si tomó conocimiento de esa segunda exoneración de 
responsabilidad que, a mi juicio, no corresponde. ¿Por qué tendría el Estado que exonerar de 
responsabilidad? Eso fue ampliamente discutido en oportunidad del compromiso de indemnidad con el 
señor Campiani, que por más que se hizo recíproco: ¿qué podía Campiani reclamarle al Estado, salvo 
el alojamiento en algún centro de privación de libertad? Nada podía reclamar porque era un insolvente 
total. 


Insisto en que no veo la justificación para que se dicte una resolución y hasta una 
declaración del propio Director General de Secretaría en idéntico sentido. Por eso discrepo con esa 
posición; entiendo que pueda pensarse lo contrario, pero allí nosotros no estamos de acuerdo. 


Hemos escuchado con atención lo que manifestara el señor Porteiro, Presidente del Banco de 
la República, en cuanto al secreto bancario. Se trata de una función -la banca- que requiere reserva; 
uno no puede estar dando a conocer los detalles de los clientes y su estado de responsabilidad. Sin 
lugar a dudas, hay algunas informaciones que son reservadas, pero como estas son operaciones 
activas, el Presidente dio esa información. No obstante, me gustaría que explicara qué significa que se 
haya reestructurado la deuda del señor López Mena en idénticos términos. Yo imagino que se alude a 
la moneda y al lugar en que se deberá cumplir, pero no sé cuál es el plazo. Entonces, me gustaría 
conocer también el plazo en que se deberá cumplir porque en la actividad bancaria los plazos, las 
concesiones de plazo y las tasas de interés significan beneficios o pérdidas para las instituciones 
bancarias, y creo que eso se debe tener en muy cuenta. 


Por otro lado, este señor no tenía el deber jurídico de asumir esa obligación -lo tenemos 
entendido-, pero así resultó por lo que fue la parodia de la subasta y de quienes intervinieron, que eran 
sus testaferros. Incluso hay unos mails enviados por otro señor de España, de Cosmo, que habla de 
reparaciones y reclamaciones. En fin; todo eso está en la Justicia Penal, que será la que determinará. 
Sinceramente, nunca se informó -en este sentido, no habríamos podido recurrir al mecanismo de la Ley 
de Acceso a la Información Pública que mencionó el Ministro Bergara- que se hiciera en pesos 
argentinos y que esa fuera la forma de pago. Si no hubiera mediado la demanda del ex abogado del 
señor López Mena nunca nos hubiéramos enterado, porque se mantuvo en estricta reserva. Alguien 
puede decir que era de difícil cobro. Sí; era de difícil cobro, a tal punto que hasta el propio Presidente 
de la República intervino en reuniones para ver si se le podía cobrar. ¡Si sería de difícil cobro! 


Tengo una discrepancia profunda con el señor Ministro Pintado en cuanto a la ley. La salida 
imaginada para Pluna a través de la Ley N” 18.931 fue un desastre, y así terminó. Se decía que se 
trataba de recuperar la conectividad, de tener en cuenta a los trabajadores, pero con la ley no se logró 
ninguno de los objetivos fijados. La conectividad se recuperó por otra vía, pero no por imperio de la ley, 
que todavía terminó siendo declarada inconstitucional, más allá de que fue dictada en perjuicio de 
todos los acreedores: se sustrajo un bien del patrimonio de la masa de acreedores para pasarlo a un 
fideicomiso, que también así terminó, pues por lo que nosotros vemos implicó un montón de dinero. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Cuarenta millones. 


SEÑOR MOREIRA.- Bueno... algunos del Scotiabank. Y los aviones siguen ahí. Esto pasó el 5 de julio 
de 2012 y hoy estamos a 1* de setiembre; ya han pasado dos años y pico y los aviones siguen tirados 
ahí. 


El Ministro dijo que el fideicomiso ha operado para mantener el valor de los aviones. ¿Qué 
valor? Se vendieron en US$ 77:000.000, pero costaron US$ 178:000.000, y creo que todavía no los 
levantaron. ¿Esto es conservar el valor de los aviones, que para la subasta fueron tasados en US$ 
137:000.000, algo que nunca valieron, como quedó de manifiesto en la subasta, que fue un absoluto 
fracaso? Sinceramente, si se me dice que esa fue una salida y una forma de mantener el capital, no lo 
creo. 


En cuanto al tratamiento dispensado por el Banco de la República, me gustaría conocer, señor 
Presidente -yo entiendo que usted heredó esto-, el plazo de la reestructura de la deuda y si ella tiene 


que ver solo con esta obligación del aval o con todo el pasivo que mantiene este deudor con el Banco 
de la República? No sé si me puede dar esa información. 


Me reconforta saber que por lo menos recuperamos US$ 1:600.000, y no sé si los más de 
US$ 888.000, si es que el Banco se hizo con los dólares a partir de esos pesos argentinos. Me parece 
que por lo menos por ese lado podemos desmentir que el Estado haya tenido una pérdida. Ahora bien: 
no hay duda alguna de que el que sí obtuvo un beneficio extraordinario fue Juan Carlos López Mena. 
De acuerdo a las diferencias de cambio, aquí obtuvo un beneficio que he estimado en más de un US$ 
1:100.000 solamente en esos primeros tres pagos: entrega inicial, primera cuota e intereses. 


Veremos cómo sigue la historia, pero me gustaría que el señor Presidente me dijera, si es 
posible, el plazo de refinanciación. 


Como decía, no debe ser usual un tipo de operación de esta naturaleza en el Banco de la 
República; en lo que me es personal, nunca había oído de operaciones de ese tipo, por supuesto que 
en situaciones muy desfavorables y después de haberse concedido un aval -reitero- con contravención 
de todas las normas Bancocentralistas vigentes, que culminara con el procesamiento de dos altísimos 
jerarcas de esta Administración por entender la Justicia que había mediado un abuso de funciones. 


En cuanto a las expresiones del señor Ministro Pintado, no me siento aludido cuando dice 
que las elecciones están cercanas. Yo vengo hablando de este tema de Pluna hace siete años y medio, 
llamando y alertando sobre estas cosas; siempre he discrepado y he hecho observaciones y 
advertencias, pero nunca fueron consideradas. Bueno, cada cual sabe; el que gobierna, gobierna y el 
que controla, controla, pero si se hubieran tomado determinadas medidas, se habrían evitado estos 
enormes daños. En realidad, no se trata de US$ 170:000.000 sino de muchísimo más, porque no 
debemos olvidar la capitalización que se hizo para llegar a un patrimonio positivo en el año 2007, que 
fue de más de $ 1.400:000.000. A eso hay que sumar el aporte de los cinco millones, el capítulo Ancap, 
etcétera. No quiero volver atrás, pero la deuda con el Scotiabank... 


(Intervención del señor Ministro de Economía y Finanzas que no se escucha). 
-Un fracaso, sí, pero lo que sucede es que él me lleva al pasado. 
(Intervención que no se escucha). 


-La deuda está contabilizada, pero, por ejemplo, en los informes de acreedores comerciales 
tengo US$ 45:000.000 y todo lo que se pagó antes no está contabilizado. Hay deudas que no están 
contabilizadas. 


Lo que digo es que esta salida realmente va a resultar muy cara. 


Con respecto al comunicado del Ministerio, si pudiera, le pediría a quien lo hizo que 
redactara mejor. Por ejemplo, allí dice: «1. Pluna S.A. se cerró por insolvencia y en cumplimiento de la 
ley de Concursos y Reorganización Empresarial N* 18.387, sopena de responsabilidad penal y no por 
los juicios de los trabajadores de Varig». Entonces, ¿en qué quedamos? Por los juicios también dijo el 
señor Ministro, pero entonces que no pongan «y no por los juicios de los trabajadores de Varig». ¡Que 
redacten mejor cuando hagan un comunicado, porque esto no se entiende bien! Uno lee y cree que no 
fue por los ex trabajadores de Varig. 


Recuerdo perfectamente las interpelaciones, cuando se hablaba de los juicios en Brasil, que 
fue lo que se alegó. Ahora aparece esta nueva sentencia, de marzo, del Supremo Tribunal Federal de 
Brasil, de la que tampoco nos habíamos enterado. Imagino que... 


(Intervención que no se escucha.) 


-¡El Ministerio también puede informar! El señor Ministro Bergara decía que nada se ocultó, 
pero lo que yo afirmo es que El Observador accedió mediante la utilización de un mecanismo legal. La 
ley obliga al Ministerio; no fue algo voluntario. No hubo que llegar a la instancia judicial, que es la 
segunda etapa, porque el Ministerio brindó la información antes de que mediara la instancia judicial, 
pero por lo que dice el propio cronista de El Observador debió recurrirse a este mecanismo porque no 
se la daban. 


(Intervención que no se escucha.) 


-Es el mecanismo que el Parlamento votó y al que todos los entes públicos están obligados; 
no es una prerrogativa o una concesión graciosa del Ministerio, sino la utilización de un mecanismo 
previsto en la Ley de Acceso a la Información Pública, que fue lo que hizo El Observador. 


(Intervención que no se escucha.) 


-Está bien, pero reitero que no fue porque voluntariamente le hayan brindado la información 
en el mostrador, fue diferente... 


(Intervención que no se escucha.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señores, no dialoguen porque se está tomando versión 
taquigráfica. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Ministro Pintado también hizo una descripción del panorama judicial en el 
cual nos encontramos, pero no lo veo estimulante. Por un lado, se pide la declaración de culpabilidad 
del concurso porque se entiende que hay dolo o culpa grave en cuanto al agravamiento o al 
acaecimiento del estado de insolvencia. En realidad, he seguido los balances de Pluna y estaba 
diciendo el Ministro que habían perdido cuarenta millones, pero Pluna Leadgate perdió 25 millones el 
primer año; veintidós millones quinientos, el segundo; diecisiete millones seiscientos el tercero y ocho 
millones cien el cuarto. Recuerdo cuando el Gerente de entonces dijo que había ganancias operativas 
y al año se fundió. 


Por lo tanto, sinceramente no me parece correcto decir que esto no era conocido; era 
ampliamente conocido y lo habíamos advertido una y mil veces. Lo cierto es que había un 
endeudamiento financiero extraordinariamente alto que recién al final se terminó reconociendo. 


La salida que se logró a través de la Ley N* 18.931 que, al final, terminó con una declaración 
de inconstitucionalidad por parte de la Suprema Corte de Justicid'YEWWY Primeros artículos, tuvo un 
costo enorme. No solo porque los aviones perdieron valor, sino porque además se pagó una enorme 
suma por seguro de desempleo. ¿Cuánto se lleva gastado por el seguro de desempleo de los 
trabajadores de Pluna? Se deben llevar gastados muchos millones de dólares. El Fondo de Adelantos 
de Créditos Laborales costó US$ 7:900.000. Vamos a ver a qué cifra llegamos si empezamos a sumar 
cosas; pero sumemos todo y no solo algunas como la del fideicomiso. Me parece increíble que en el 
fideicomiso se genere una cifra de US$ 502.000 por honorarios profesionales. Creo que esos 
honorarios deben ser de otro abogado de Campiani -ya que hablan del abogado de Campiani-, de 
Olivera, que llevó adelante todo ese proceso: elaboró la ley, elaboró la salida y miren cómo 
terminamos. Me imagino que además de los US$ 549.000, más IVA, que cobró por tramitar el 
concurso, capaz que acá también tiene una parte. Creo que así fue; yo lo manifesté en la interpelación 
porque US$ 500.000 de honorarios en el fideicomiso me parece mucho. Tal vez aquí algunos colegas 
puedan coincidir conmigo. Creo que la cifra de US$ 5.000 al fiduciario está bien, ya que se trata de una 
tarea compleja, pero US$ 502.000 de honorarios, no me parece bien. 


Con respecto al mantenimiento del privilegio del crédito sometido a una decisión judicial, 
tengo la sensación de que se va a perder porque es un típico caso de crédito subordinado: Pluna Ente 
Autónomo tenía más del 20% del capital accionario, es decir el 25% de dicho capital. Así lo establece la 
Ley de Concurso y Reorganización Empresarial. Tendrá, entonces, que mediar una sentencia judicial 
pero no hay ninguna duda de que la eventualidad y el riesgo están ahí. Por otra parte, aún en el mejor 


de los escenarios, estamos hablando de US$ 77:000.000 de valor, sobre los cuales se puede cobrar 
con el privilegio de la hipoteca. Estoy seguro que al Scotiabank, además de los veintinueve que le 
pagó el fideicomiso, se le han pago algo más de veinte. Creo que son seis las cuotas que ya se le 
abonaron al Scotiabank, cuotas de US$ 8:900.000 y US$ 8:600.000; son cuotas que van bajando de 
monto. Esas cuotas hay que pagarlas sí o sí; no hay otra alternativa porque el Scotianbank tiene un 
convenio de ratificación de la garantía de Pluna Ente Autónomo y la garantía soberana del Estado. Es 
decir que no hay escapatoria posible. 


Aun cuando se mantuviera el mejor de los escenarios con respecto al crédito privilegiado, 
con el Scotiabank se va a perder un platal. No hay absolutamente ninguna duda de ello. Ya se deben 
haber abonado cerca de US$ 50:000.000, porque se empezó a pagar antes y ahora se sigue pagando 
vía Pluna Ente Autónomo con fondos del Ministerio de Economía y Finanzas. De modo que estamos 
hablando de muchísimo dinero. 


Es cierto que los juicios contra el Estado se ganan, pero ello no obsta a que al final esto 
termine -como ya lo ha hecho- con inmensas pérdidas para el Estado y para la sociedad uruguaya. 
Decir que esto es el legado -lo dijo el señor Ministro- que al país se le deja, no me parece bien. Yo no 
quiero ese legado; solo recibiría una herencia de esas características bajo beneficio de inventario. Si 
bien se puede ver con distinta óptica, esto como legado realmente no es favorable. Una vez que todo 
esto termine y pasemos raya, me parece que las pérdidas van a ser absolutamente cuantiosas. 


Me gustaría que el señor Presidente del Banco de la República me pudiera contestar las 
inquietudes que planteé. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Así como todo el mundo tiene derecho 
de expresar su opinión, yo expreso la mía. 


Entonces, informé al Parlamento a este respecto. La semana pasada estuve en la Comisión 
correspondiente de la Cámara de Representantes -que también pertenece al Parlamento y es una 
Cámara tan importante como la de Senadores-, y ahí informamos sobre la decisión del Supremo 
Tribunal Federal. Estoy hablando de la primera oportunidad que tuvimos de llegar al Parlamento, 
citados por el tema, después del 12 de marzo de 2014. Lo hice y mi error -porque admito mis 
errores- fue pensar que quienes están interesados en este tema y lo vienen siguiendo, se han 
asesorado en toda la gama del problema. Esto no es ningún pecado, sólo lo he planteado así. 


En segundo lugar, siento que estamos siempre en lo mismo -vuelto a repetirlo- porque no nos 
vamos a poner de acuerdo. 


También se dice que el señor Senador Moreira, que votó en contra de la Ley N* 18.931, ha 
colaborado con la defensa de alguien citado aquí. No voy a dar crédito a todas las versiones que se 
dicen, pero en la prensa se publicó que el señor Senador Moreira fue corredactor de la defensa del 
juicio del doctor Rocca. 


(Intervención del señor Senador Moreira que no se escucha.) 


-No me meto en eso porque supongo que el señor Senador Moreira hizo las aclaraciones 
correspondientes y, además, lo aclarará en la Justicia. Cuando nos toque ir a aclarar las cosas en la 
Justicia, vamos a hacerlo como lo hicimos siempre. 


Partimos de supuestos distintos; cuando hablo del legado 75 años de Pluna, me estoy 
refiriendo a 75 años de pérdida para el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hubo un período en que no fue así. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Fue un período muy pequeño. 
Hacemos un balance general, no estamos presentando una visión partidaria. No estoy en campaña 


electoral, por lo que no estoy ofreciendo una visión partidaria. 


Nadie me puede decir que el problema de Pluna tendrá consecuencias para adelante porque 
no hay más Pluna. ¿Está claro? Nadie planteó otra solución. Aquí algunos se llenan la boca con el 
tema y otros, que no son legisladores, hacen editoriales acerca de que debíamos haberla mantenido 
abierta poniendo plata y plata. 


SEÑOR MOREIRA.- Rossi, por ejemplo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No digo quién. No, Rossi no planteó 
mantenerla abierta. 


(Intervención del señor Senador Moreira que no se escucha.) 


-Es un problema opinable. Dijo que no estaba al tanto de los últimos acontecimientos y tengo 
coincidencias totales con lo que señalaba el ex Ministro Rossi. Pero lo cierto es que siempre tuvimos 
puntos de vistas distintos porque, en realidad, no hay nada nuevo en esto ya que hay una pretensión 
de decir que el Gobierno equivocó todos los procedimientos y, de nuestra parte, a decir que 
procedimos dentro de lo que era, digamos, el mal menor en una situación que no era la ideal y que no 
manejábamos. 


Entonces, esta diferencia es insalvable. 


Ahora bien; no dispongo -y parece que aquí sí- del dato acerca de qué van a hacer los 
jueces. Esa información acerca de cómo van a actuar los jueces en el futuro no la tengo porque creo 
en un Poder Judicial independiente, que no se deja presionar y que actúa de acuerdo a su leal saber y 
entender. Así que, honestamente, no sé cuál va a ser el resultado de los juicios. 


Nosotros nos estamos defendiendo en el sentido en el que creemos tener razón, pero nunca 
afirmé aquí -ni quiero que se entienda eso- que el juez o la jueza nos va a dar la razón porque eso no 
lo sabemos; reitero, no tenemos esa información. 


Entonces, lo que digo es que tratamos de defendernos con nuestras convicciones y nuestras 
razones. 


Que no estamos de acuerdo ya lo sabemos desde que se votó aquella ley. En lo personal, 
estoy viniendo permanentemente al Parlamento por este tema e, incluso, hay un libro que 
responsabiliza a miembros de esta Comisión por el cierre de Pluna. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo habrá leído con mucha atención. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS..- No, no fue así. Es muy difícil 
dirigir una empresa viniendo todos los meses al Parlamento -como lo hacíamos- a tratar información 
que beneficiaba a la competencia que se dice perjudicada. Además se da una paradoja, señor 
Presidente. Parece que, al principio, beneficiamos a determinado empresario y que ahora lo queremos 
perjudicar. No entiendo, parece que nosotros tenemos algún problema porque queremos beneficiar a la 
gente y perjudicarla después. Nosotros hacemos lo que tenemos que hacer en defensa de los 
intereses de los uruguayos, y esto lo podemos hacer mejor, más o menos o peor, pero siempre es en 
ese sentido. No nos empuja otro interés que no sea el general ni tenemos ningún amigo, en particular, 
en ningún aspecto. 


Por eso digo que respecto a algunos temas que están planteados en el ámbito judicial, 
vamos a colaborar como lo hicimos en toda esta etapa, con las declaraciones que hemos hecho para 
que la Justicia libremente y sin presiones de ningún tipo, tome la decisión que tenga que tomar. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pensando en la versión taquigráfica, me gustaría 
hacer una aclaración porque a veces se arma una sopa de papeles -estos se pierden, van y vienen- y 
quiero dejar en claro que la lectura que hace el señor Senador Moreira sobre la resolución del Tribunal 
de Cuentas no es una actuación de este tribunal asociada a la resolución del Ministerio de fecha 19 de 
marzo sino que tiene que ver con una instancia anterior y nosotros entendemos que una situación no 
se compara con la otra. También hay una especulación de que el Tribunal de Cuentas diría algo pero, 
en realidad, eso no sucedió y aquí, de alguna manera, se está mezclando la indemnidad de Leadgate, 
sobre lo que en su momento sí se expidió el Tribunal de Cuentas, pero no sobre esta otra resolución 
que no es lo mismo y no puede compararse, y que tiene que ver con reconocer que no va a haber 
reclamos adicionales, una vez que el pago se haya hecho. Creo que esto se entiende tanto en el 
terreno de los contratos como en la compra venta de caramelos: cuando se hace una compra venta y 
el pago se concreta, no hay más nada que reclamar. Quería dejar esto en claro porque me pareció que 
el asunto de que el Tribunal de Cuentas se hubiera expedido sobre este tema quedaba un poco 
entreverado, ya que ese no fue el caso. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera hacer cinco preguntas con el objetivo de aclarar nuestras dudas. La 
primera va dirigida al Banco República y, en este caso, a su Presidente, el señor Porteiro sobre quien, 
además, tengo en muy buena consideración. Supongo que un Banco tiene como objetivo prestar 
dinero pero también recuperarlo, ya que de esta forma cierra el círculo. Un Banco que no presta no 
cumple su fin pero el que no cobra tampoco lo hace porque durará muy poco tiempo. 


Todos sabemos las idas y venidas que ha tenido este tema en cuanto al aval y demás, pero 
hace poco tiempo se firmó un nuevo acuerdo por cuatro años con una cierta tasa que supongo será 
aceptable para el Banco y me gustaría saber si, a los efectos de su propio dinamismo, considera que 
ese acuerdo es bueno. Es una pregunta simple pero me parece que en la versión taquigráfica tiene 
que quedar clara la opinión del Banco en cuanto a si considera que se hizo un buen acuerdo. 


En segundo término, quisiera saber si el Banco entiende que una vez que se pague este aval 
en las diferentes instancias -está claro que si quien firmó este acuerdo y aclaro que no estoy hablando 
del Banco sino de la contraparte, no cumple, estamos en otro escenario- habrá perjuicio patrimonial 
para esa Institución. Me gustaría que se dijera si habría perjuicio patrimonial para el Banco, a pesar de 
que quien ha firmado termine de cumplir -sea el señor López Mena o la empresa correspondiente- 
todos los documentos y las responsabilidades. 


Obviamente, el Tribunal de Cuentas no se expresó sobre la indemnidad pero si se firmó un 
acuerdo por ambas partes y por su propia voluntad, con un plazo de cuatro años para el cobro del 
monto, quisiera saber si, una vez culminado -y supongamos que no se haya firmado esa indemnidad-, 
el Banco podría reclamar al deudor, que en ese caso ya no lo sería porque ya habría cumplido con el 
pago de todas las cuotas, daños y perjuicios. Además, pregunto qué chances habría ante la justicia de 
ganar un reclamo por daños y perjuicios -supongo que estará asesorado-, luego de que el Banco firmó 
por propia voluntad que una plata que podría cobrar en un determinado plazo la terminará cobrando en 
cuatro años, con una tasa de interés equis. Está claro que no estamos hablando del tema penal sino de 
la indemnidad con respecto a los daños y perjuicios. 


Creo que no existe posibilidad alguna de que ocurra eso, pero quiero que las autoridades del Banco 
me digan algo al respecto. Una vez que se culmina de cobrar no se puede reclamar. Algo diferente 
sería si se hubiera reclamado a través de la Justicia. Si un día se cobra -vaya a saber cuándo- se 
puede intentar ir por los daños y perjuicios. Pero si se hace por propia voluntad, supongo que habrá 
más seguridad para el Banco. 


Por otro lado, quiero hacer dos preguntas que tal vez no deban estar dirigidas a las 
autoridades del Banco de la República, pero sí a los Ministros. Concretamente, pregunto si el Gobierno 
va a honrar las deudas porque supongo que nadie está planteando que no se honren las deudas, si es 
que hay garantías con respecto a los aviones del Estado uruguayo. Supongo que eso nadie lo pone en 
tela de juicio. En realidad, me gustaría que constara que así va a ser en la versión taquigráfica, ya que 
no estamos hablando sólo del tema de los aviones, sino de uno más general, más amplio, que es el 
relativo al prestigio del Gobierno uruguayo. Por otra parte, cuando se vendan los aviones, siendo el 
principal acreedor el Estado uruguayo, supongo que ese dinero se destinará a reducir la deuda, ya que 


nadie afirma que no existen pérdidas. Pienso que no se trata de que Pluna Ente Autónomo cobre y se 
quede con el dinero; por el contrario, ese dinero será para el Estado uruguayo. Y si hubiera un 
remanente, una vez cobrada la deuda hipotecaria del Estado uruguayo, se atenderá a otros 
acreedores, que los hay. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero responder a algo que manifestó el Ministro Pintado sobre un comentario 
que sería una infamia, y así lo quiero catalogar. El señor Ministro ha sido Legislador durante muchos 
años y sabe que tenemos nuestros despachos abiertos y nos llega información, que recibimos si es 
que la consideramos verosímil. En el caso de esa mención periodística, que no sé de dónde salió, a mi 
juicio, es absolutamente una verdadera infamia; me refiero al señor Fuentes. Creo que en el tema de 
Pluna, si bien hemos sido muy críticos -y la realidad terminó dándonos la razón-, nos hemos 
manejado de acuerdo con los códigos de ética que exige la función parlamentaria. Entonces, hablar de 
libros y de corredacción de demandas es realmente infamante. Quiero aclararlo porque es falso y, 
además, una infamia. 


SEÑOR PORTEIRO.- Cuando sean temas respecto de los cuales no tengo inhibición para hablar, me 
gustaría charlar con el señor Senador. 


Si el Presidente lo permite, solicito al doctor Fernández que responda las preguntas que 
tienen, a mi entender, una connotación jurídica muy particular. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Solicitaría al señor Senador Michelini que me repitiera la primera pregunta. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero saber si el Banco considera que el acuerdo que firmó es un buen acuerdo 
en términos generales y si una vez cumplido por ambas partes habría perjuicio o erosión patrimonial 
para el Banco. Finalmente, pregunto si una vez saldada la deuda tendría alguna chance de reclamar 
por daños y perjuicios en el caso de que no se hubiera firmado la indemnidad. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Todos los acuerdos que el Banco realiza suponen un estudio previo por parte 
de los servicios involucrados, de modo tal que cuando el Directorio los adopta tiene ante sí un 
panorama mejor al anterior al acuerdo; de otro modo no se firmaría. Entonces, en cuanto a la primera 
pregunta debo decir que, desde luego, cuando el Banco celebra este tipo de acuerdos es porque ha 
evaluado los pros y los contras del negocio. 


SEÑOR MICHELINI.- Terminado el acuerdo y cumplido por ambas partes: ¿el Banco siente que a 
pesar de todo tuvo un perjuicio patrimonial? 


SEÑOR PORTEIRO.- Para seguir con la secuencia de las preguntas que formuló el señor Senador 
Michelini, debo decir que una vez que termine el proceso de cobro de las cuotas al señor López Mena, 
no habrá ningún perjuicio patrimonial para el Banco en la medida en que el valor recuperado coincidirá 
con el monto del aval que éste entregó al Ministerio de Economía y Finanzas. Quiere decir que se va a 
recuperar en su totalidad el desembolso que el Banco de la República hizo cuando cumplió con el pago 
del aval. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En lo que tiene que ver con la última pregunta debo señalar que son cláusulas 
comunes a todos los convenios que celebran el Banco y los abogados en nuestra actividad privada. No 
conozco convenios en los que no se pacte que una vez cumplido el acuerdo las partes renuncian a 
hacerse recíprocos juicios. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, a nadie podría sorprender en este país que el Banco firmara algo así. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No recuerdo haber visto convenios en los que no se establezca una cláusula 
de este tenor. Está implícito que cuando una parte se compromete a efectuar un pago y la otra lo 
acepta como un fin transaccional, conciliatorio o el que sea, se haga este resguardo. Los abogados lo 
llevamos establecido como «De conformidad se firma la presente». Es decir que no hay forma de no 
hacerlo. Creo que culminaba su pregunta interrogando qué sucede si hay un incumplimiento y si el 


Banco puede reclamar. Claro que sí, precisamente como consecuencia de esa cláusula. O sea, la 
cláusula está dejando a salvo las acciones de las partes en la medida que se cumpla con lo acordado. 


SEÑOR PORTEIRO.- Voy a completar las respuestas, y en particular la inquietud del señor Senador 
Moreira respecto al nuevo acuerdo firmado con el señor López Mena. 


En la primera instancia yo contesté que en forma paralela y sin perjuicio del resultado de los 
eventuales accionamientos anunciados -porque eso quedó como salvaguardia- llegamos a un acuerdo 
con él. Anteriormente el señor López Mena había suspendido los pagos declarando que no existía 
deuda porque la declaración de inconstitucionalidad demostraba que todo había sido nulo y, por lo 
tanto, también había caído la deuda. Es decir, él pasó de una situación donde declaró al Banco y 
públicamente que no tenía ninguna obligación que pagarle al Banco de la República, a reconocer que 
la deuda existía. Tanto la reconoció que pagó todos los intereses devengados desde el momento que 
había suspendido los pagos hasta que firmamos el nuevo acuerdo. Entonces, previo pago de esos 
intereses se reestructuraron los vencimientos del convenio celebrado el 19 de marzo de 2013 
acordándose garantías y manteniéndose las demás condiciones previstas en el referido acuerdo. 


Eso es lo que dije antes. Consulté con el abogado, por lo que voy a agregar un par de 
elementos más que espero que amplíen la información y den satisfacción a las inquietudes del señor 
Senador. En esa restructuración, reitero, pasamos de una posición donde el cliente decía que no debía 
nada al Banco a una situación de reconocimiento de deudas, de pago de los intereses devengados y 
de negociación de nuevos plazos y garantías. El plazo que estaba previsto en ocho cuotas 
semestrales, o sea cuatro años, se extendió a diez años y lo que se obtuvo, como necesario balance 
entre las partes que llegan a un acuerdo, fueron las garantías reales sobre la deuda. Es decir, hoy esa 
deuda está garantizada con garantía real. Está acordado entre las partes que esa garantía se cumpla, 
con lo cual es muy alto el supuesto de que el Banco tiene excelentes probabilidades de cobrar todo lo 
que debe el señor López Mena. Es por eso que puedo decir que patrimonialmente no debería haber un 
perjuicio para el Banco porque hay una garantía real que respalda el pago de las cuotas. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿La restructuración de la deuda era solo del aval o de todo el pasivo contraído por 
el señor López Mena con el Banco de la República? 


SEÑOR PORTEIRO.- No es una precisión, señor Senador, pero el aval no existe, se canceló el 19 de 
marzo de 2013. ¿Cómo se canceló? Lo pagó el señor López Mena contrayendo un préstamo con el 
Banco República, y como canceló el aval se subrogaron todos los derechos que el Banco de la 
República tenía contra los potenciales deudores, es decir, Cosmo y Boston. Entonces, quien tiene hoy 
día los derechos contra Cosmo y Boston por ese aval es el señor López Mena. Lo que existe entre el 
Banco República y el señor López Mena es un acuerdo, un convenio, un vale amortizable -si me 
permite usar una palabra antigua- donde él está obligado a cancelar una obligación que va a tener el 
plazo que ya comenté: cuotas semestrales con hasta diez años de plazo y un acuerdo que otorga 
garantías reales. 


SEÑOR MOREIRA.- Entiendo perfectamente lo que dice: se modifica la forma jurídica en la cual se 
instrumenta la obligación y aparece como si hubiera firmado un vale a pagar en cuotas o algo similar. 
Entonces, ya no tiene forma jurídica de aval sino de documento de adeudo que se paga de acuerdo 
con determinados términos. ¿Inicialmente fue un documento de adeudo a sola firma? Estoy hablando 
del que se firmó el 19 de marzo. 


SEÑOR PORTEIRO.- Según me dice el doctor Fernández, el que se firmó el 19 de marzo era un 
documento en el que el señor López Mena comprometía su firma personal. Ahora hay garantías reales 
basadas en prendas de buques. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Ahora se va restructurar solo el documento de adeudo o todo su pasivo? 
SEÑOR PORTEIRO.- ¿A qué se refiere cuando dice «todo su pasivo»? 


SEÑOR MOREIRA.- Al resto de las obligaciones pendientes. 


SEÑOR PORTEIRO.- Hay dos situaciones distintas. Una de ellas refiere al señor Juan Carlos López 
Mena, cliente del Banco y otra tiene que ver con distintas sociedades de las cuales el señor López 
Mena es propietario de parte del capital accionario. Sobre estas empresas no hubo negociación; las 
obligaciones contraídas las sigue pagando y puedo decir que está al día con lo que debe en todas las 
demás empresas de las que forma parte. 


SEÑOR ROSADILLA.- A las 17 horas comienza la Comisión de Defensa Nacional, a la que debo 
concurrir, al menos, unos minutos. Me excuso por tener que ausentarme. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- A los efectos de dar respuesta a lo preguntado por 
el señor Senador Michelini, creo que huelga decir que la visión del Gobierno es la de honrar las 
obligaciones. En ese sentido, está fuera de discusión que las obligaciones que se tienen con el Banco 
Nova Scotia y que están asociadas a las cuotas que se están pagando, se van a pagar y a honrar. 


Quiero dejar una última reflexión que quizás es semántica pero a veces lo semántico también 
importa. No es que se transformó el aval en un adeudo: se canceló el aval, se pagó, y para ello el 
señor López Mena solicitó un crédito, un vale. Entonces, la relación jurídica es la de un crédito o un 
vale que se amortiza en el plazo que mencionó el señor Presidente del BROU, con una ampliación 
sustancial -creo que es importante agregar- de las garantías que además son de carácter real. Creo 
que vale la pena la aclaración y estamos convencidos de que el fruto de esta negociación que hizo el 
BROU con el señor López Mena ha sido absolutamente razonable y beneficioso porque justamente 
consolida las garantías y las seguridades de que el Banco va a recuperar lo que en su momento pagó 
como garantía al Ministerio de Economía y Finanzas y al fideicomiso de aeronaves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solamente agregaría que es lo que se pudo hacer frente a lo que debió 
hacerse en el sentido de que si había un aval, tendría que haberse pagado al contado. Hoy, sea con la 
figura que sea, el Banco de la República financia a diez años el pago de un aval que tendría que 
haberse abonado al contado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Reitero que el pago del aval se hizo al contado, 
utilizando un crédito que el señor López Mena podía haber obtenido en el BROU o en cualquier otro 
lado. De modo que el aval se pagó en el momento que correspondía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas para formular, agradecemos la presencia de los 
señores Ministros de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas, Presidente del BROU y 
asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 9 minutos.) 
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